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DEMANDANTE (S) 
RED DE SALUD DEL NORTE ESE                                                             805.027.287-4 
 

Nombre(s)   1º Apellido  2º Apellido  Nº.C.C. o Nit 
 
Dirección Notificación: Calle 46 C No. 3B-00 Barrio Salomia                                                                       
Teléfono:    4851587 Email: notificacionesjudiciales@esenorte.gov.co;  
 

APODERADO 
MARIA ALEJANDRA                    ESLAVA                    HERRERA   1130627638    180296 
 

Nombre(s)   1º Apellido  2º Apellido  Nº.C.C.   T.P. 
 
Dirección Notificación: Calle 46 C No. 3B-00 Barrio Salomia                                                                       
Email:    notificacionesjudiciales@esenorte.gov.co; apoyooficinajuridica1@gmail.com; 
 

DEMANDADO (S) 
Ministerio de Salud y Protección Social, representada legalmente por el Señor Ministro Fernando Ruiz Gómez, o por quien 

haga sus veces se debe de notificar en el correo electrónico: notificacionesjudiciales@minsalud.gov.co. dirección: Carrera 13 
No. 32-76 Piso 1, Bogotá D.C. Código postal 110311. 
 
Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud -ADRES: representada legalmente 

por su Director, Dr. Jorge Enrique Gutiérrez, o por quien haga sus veces se debe de notificar en el correo electrónico: 
 notificaciones.judiciales@adres.gov.co. Dirección: Avenida Calle 26 # 69-76 Torre 1 Piso 17 de la ciudad de Bogotá. D.C. 

 
EL DISTRITO DE SANTIAGO DE CALI - SECRETARÍA DE SALUD PÚBLICA MUNICIPAL DE SANTIAGO DE CALI, por el 

señor alcalde Dr. Jorge Iván Ospina Gómez o por quien haga sus veces., debe de notificarse en el correo electrónico: 
notificacionesjudiciales@cali.gov.co 

 
La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado en la Calle 16 No. 68 D-89 de la ciudad de Bogotá D.C. correo 
electrónico: agencia@defensajuridica.gov.co 
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Honorable: 
TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL VALLE (Reparto) 
E.   S.     D  
  
  
MEDIO DE CONTROL : Reparación Directa 

 
DEMANDANTE            : Red de Salud de Norte E.S.E 

 
DEMANDADOS : NACIÓN - Ministerio de Salud - Administradora de los Recursos del 

Sistema General de Seguridad Social en Salud -ADRES y   
DISTRITO DE SANTIAGO DE CALI - Secretaría de Salud Pública  

  
MARIA ALEJANDRA ESLAVA HERRERA, mayor de edad, vecina de Cali, identificada 
con la cédula de ciudadanía No. 1.130.627.638 de Cali, abogada en ejercicio portadora de la 
T.P No. 180.296 del Consejo Superior de Judicatura, en mi calidad de Jefe de la Oficina 
Asesora Jurídica de la Red de Salud de Norte Empresa Social del Estado, entidad pública 
identificada con el NIT. 805.027.287-4 y, representada legalmente por ANGIE GUTIERREZ 
OSPINA, mayor de edad, vecina de Cali, identificada con la cédula de ciudadanía 
No.38.791.634 expedida en Tuluá, designada como Gerente según Decreto de Nombramiento 
No. 4112.010.20.0896 del 15 de mayo de 2020 y Acta de Posesión No. 0323 del 18 de mayo de 
2020, en su condición de representante legal, me ha conferido poder para instaurar el presente 
Medio de Control de REPARACIÓN DIRECTA en contra de las siguientes entidades, 
representadas legalmente así: LA NACION - MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN 
SOCIAL, por el Señor Ministro: Fernando Ruiz Gómez, o por quien haga sus veces; la 
ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD 
SOCIAL EN SALUD -ADRES, por su Director, Dr. Jorge Enrique Gutiérrez, o por quien haga 
sus veces; y EL DISTRITO DE SANTIAGO DE CALI - SECRETARÍA DE SALUD PÚBLICA 
MUNICIPAL DE SANTIAGO DE CALI, por el señor alcalde Dr. Jorge Iván Ospina Gómez o por 
quien haga sus veces. 
 

I. DESIGNACIÓN DE LAS PARTES Y DE SUS REPRESENTANTES 
 

En calidad de DEMANDANTE: 

Red de Salud de del Norte Empresa Social del Estado, ESE, entidad pública identificada con 

el NIT. 805.027.287-4, representada legalmente por la Dra. ANGIE GUTIERREZ OSPINA, 

mayor de edad, vecina de Cali, identificada con la cédula de ciudadanía No.38.791.634 

expedida en Tuluá, según Decreto de Nombramiento No. 4112.010.20.0896 del 15 de mayo de 

2020 y Acta de Posesión No. 0323 del 18 de mayo de 2020. 

Como parte DEMANDADA: 

 NACIÓN - MINISTERIO DE SALUD, representada legalmente por el Señor Ministro 
Fernando Ruiz Gómez, o por quien haga sus veces, a quien se le notificará de la 
demanda y el auto admisorio en los términos del Numeral 8 del Art. 162 de la Ley 1437 
de 2011, modificada por el Art, 35 de la Ley 2080 de 2021 y los artículos 172 y 198 del 
CPACA., a fin de que comparezca como parte demandada. 

 
Los demás datos de la demandada corresponden a este con las formalidades indicadas 
en el artículo 175 del C.C. A  

 

 Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud 
-ADRES: representada legalmente por su Director, Dr. Jorge Enrique Gutiérrez, o por 
quien haga sus veces; a quien se le notificará de la demanda y el auto admisorio en los 
términos del Numeral 8 del Art. 162 de la Ley 1437 de 2011, modificada por el Art, 35 de 
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la Ley 2080 de 2021 y los artículos 172 y 198 del CPACA., a fin de que comparezca 
como parte demandada. 

 
Los demás datos de la demandada corresponden a este con las formalidades indicadas 
en el artículo 175 del C.C. A  

 

 EL DISTRITO DE SANTIAGO DE CALI - SECRETARÍA DE SALUD PÚBLICA 
MUNICIPAL DE SANTIAGO DE CALI, por el señor alcalde Dr. Jorge Iván Ospina 
Gómez o por quien haga sus veces, a quien se le notificará de la demanda y el auto 
admisorio en los términos del Numeral 8 del Art. 162 de la Ley 1437 de 2011, modificada 
por el Art, 35 de la Ley 2080 de 2021 y los artículos 172 y 198 del CPACA., a fin de que 
comparezca como parte demandada. 

 
Los demás datos de la demandada corresponden a este con las formalidades indicadas 
en el artículo 175 del C.C. A  

 
Por medio de esta demanda se pretende que: 

II. DECLARACIONES Y CONDENAS 

1. DECLARESE A LA NACION - MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL, 
representada por el Señor Ministro: Fernando Ruiz Gómez, o por quien haga sus veces; 
a la ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE 
SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD-ADRES, por su Director Dr. Jorge Enrique Gutiérrez, 
o por quien haga sus veces; y EL DISTRITO DE SANTIAGO DE CALI - SECRETARÍA 
DE SALUD PÚBLICA MUNICIPAL DE SANTIAGO DE CALI, por el Dr. Jorge Iván 
Ospina Gómez o por quien haga sus veces, como responsables y se obtenga el 
reconocimiento y pago total de los daños y perjuicios que fueron ocasionados como 
consecuencia del NO pago de la suma de MIL CUATROCIENTOS TREINTA Y DOS 
MILLONES CIENTO CINCUENTA Y CINCO MIL DOSCIENTOS ($1.432.155.200), por 
servicios de salud en urgencias y otros servicios prestados en los meses de enero a  
septiembre de 2020,  por la Red de Salud del Norte - ESE  a la población pobre 
vulnerable o sin aseguramiento (PPNA), y a población migrante principalmente 
venezolana.  
 

2. Como consecuencia de la misma declaración, condénese a LA NACION - MINISTERIO 

DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL, representada por el Señor Ministro: Fernando 

Ruiz Gómez, o por quien haga sus veces; la ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS 

DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD -ADRES, por su 

Director Dr. Jorge Enrique Gutiérrez, o por quien haga sus veces; y EL DISTRITO DE 

SANTIAGO DE CALI - SECRETARÍA DE SALUD PÚBLICA o por quien haga sus veces 

a pagar: 

 PRIMERO: PERJUICIOS MATERIALES - LUCRO CESANTE 

La suma de MIL CUATROCIENTOS TREINTA Y DOS MILLONES CIENTO 

CINCUENTA Y CINCO MIL DOSCIENTOS ($1.432.155.200), y los intereses de los que 

trata el Art. 1653 del C.C. 

Téngase como base la definición jurisprudencial que ha dado el Honorable Consejo de 

Estado al LUCRO CESANTE, el cual corresponde a un bien de contenido económico 

que debía ingresar en el curso normal de los acontecimientos y no ingresa por alguna 

razón imputable al demandado.  

En este caso, los demandados, debían pagar a la RED DE SALUD DEL NORTE, la 

prestación del servicio a la población atendida sin aseguramiento, en la vigencia 2020, 
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sin embargo, no canceló el valor relacionado en las facturas, ocasionando un daño 

objetivo – daño especial.  

Al respecto el Consejo de Estado1 determinó:  

“TITULO JURIDICO DE IMPUTACION / Objetiva. Daño especial / DAÑO 

ESPECIAL - Título objetivo de imputación / DAÑO ESPECIAL - Noción / DAÑO 

ESPECIAL - Elementos El título jurídico de imputación consistente en el daño 

especial, aplicable, de acuerdo con lo expresado por la jurisprudencia de esta 

Sala, cuando concurran los siguientes elementos: “a) Que se desarrolle una 

actividad legítima de la administración. b) La actividad debe tener como 

consecuencia el menoscabo del derecho a una persona. c) El menoscabo del 

derecho debe tener origen en el rompimiento del principio de igualdad frente a la 

ley y a las cargas públicas. d) El rompimiento de esa igualdad debe causar daño 

grave y especial, en cuanto recae sólo sobre alguno o algunos de los 

administrados. e) Debe existir un nexo causal entre la actividad legítima de la 

administración y el daño causado; y f) El caso concreto no puede ser susceptible 

de ser encasillado dentro de otro de los regímenes de responsabilidad de la 

administración”  

III. HECHOS Y OMISIONES 
  

1.  La Red de Salud del Norte E.S.E, es una empresa social del estado creada para la 
prestación de servicios de salud de primer nivel de complejidad en la ciudad de Cali, 
conforme los lineamientos establecidos por la Ley 100 de 1993, y en especial por el 
Acuerdo No. 106 de 2003 por medio del cual se descentralizó el servicio de salud de 
Cali, en cinco (05) ESE´s de acuerdo con la zona geográfica de su influencia.  

  
2.  Conforme a los parámetros legales, la Red de Salud del Norte E.S.E, brinda sus 

servicios de salud entre otros, a población del régimen subsidiado, y a población pobre 
sin aseguramiento, población migrante, mediante convenios interadministrativos 
suscritos en su momento con la Secretaría de Salud Pública Municipal de Santiago de 
Cali, con el fin de garantizar la contraprestación de los servicios en salud a toda la 
población con o sin aseguramiento en salud.  

  
3.  El 10 de marzo de 2020, se presentaron como de costumbre las facturas por servicios 

de salud en urgencias y otros servicios de los meses de enero y febrero de 2020, 
prestados a población pobre vulnerable o sin aseguramiento (PPNA), y a población 
migrante principalmente venezolana, para el pago como era habitual por parte de la 
Secretaría de Salud Pública Municipal de Santiago de Cali, en resumen, así: (Anexo No. 
1 Carta remisoria de facturas)  

 

 Oficio FAC-005.2020 – Radicado de Orfeo No. 202041450100033592  

Factura No.  Meses  Población  Tipo de servicio  Valor ($)  

222375 Enero Migrante Otras Atenciones 280.168.300 

222377 Enero PPNA Prestación de Servicios  145.735.300 

  
4. El 10 de Septiembre de 2020, se presentaron las facturas por servicios de salud en 

urgencias y otros servicios de los meses de marzo, abril, mayo, junio y julio de 2020, 
prestados a población pobre vulnerable o sin aseguramiento (PPNA), y a población 
migrante principalmente venezolana, para el pago como era habitual por parte de la 
Secretaría de Salud Pública Municipal de Santiago de Cali, en resumen, así: (Anexo No. 
2 Carta remisoria de facturas)  

                                                           
1 Consejo de Estado Sentencia del 26-03-2008 Rad. 1997-00440 (16530) MP Dr. Jose Abigail Piratoba Barragan  
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Oficio CYP.013.2020 – Radicado de Orfeo No. 202041450100081522  

Factura No.  Meses Población  Tipo de servicio  Valor ($)  

228186 Marzo Migrantes Consulta Externa 68.420.900  

233868 Marzo Migrantes Prestación de Servicios 85.655.800 

250412 Marzo PPNA Consulta Externa 33.384.500 

230158 Abril Migrantes Consulta Externa 63.231.000 

230160 Abril PPNA  Consulta Externa 13.463.800  

251707 Abril PPNA  Urgencias 12.769.900 

233352 Mayo PPNA Consulta Externa 20.241.100  

233353 Mayo Migrantes  Consulta Externa 124.794.800  

251708 Mayo PPNA  Urgencias 16.436.600 

237920 Junio Migrantes  Consulta Externa 101.413.400  

241289 Junio PPNA Urgencias 12.553.600 

241290 Junio PPNA Otras Atenciones 10.844.700 

241285 Julio Migrantes Otros Atenciones 105.608.960  

241287 Julio PPNA  Urgencias  12.983.700 

241288 Julio PPNA  Consulta Externa  21.092.000  

  
5. El 6 de Noviembre de 2020, se presentaron las facturas por servicios de salud en 

urgencias y otros servicios en el mes de agosto de 2020, prestados a población pobre 
vulnerable o sin aseguramiento (PPNA), y a población migrante principalmente 
venezolana, para el pago como era habitual por parte de la Secretaría de Salud Pública 
Municipal de Santiago de Cali, en resumen, así: (Anexo No. 3 Carta remisoria de 
facturas) 

  

 Oficio CYP.026.2020 – Radicado de Orfeo No. 202041450100117322 

Factura No.  Meses  Población  Tipo de servicio  Valor ($)  

250413 Agosto Migrantes  Consulta Externa 91.365.000 

250415 Agosto PPNA Urgencias 17.694.531 

250416 Agosto PPNA Consulta Externa 13.774.200 

 
6. El 11 de Noviembre de 2020, se presentaron las facturas por servicios de salud en 

urgencias y otros servicios en el mes de septiembre de 2020, prestados a población 
pobre vulnerable o sin aseguramiento (PPNA), y a población migrante principalmente 
venezolana, para el pago como era habitual por parte de la Secretaría de Salud Pública 
Municipal de Santiago de Cali, en resumen, así: (Anexo No. 4 Carta remisoria de 
facturas) 

 

Oficio CYP.032.2020 - Radicado de ORFEO No. 202041450100120612 

Factura No.  Meses  Población  Tipo de servicio  Valor ($)  

256453 Septiembre PPNA Urgencias  20.164.700 

257343 Septiembre Migrantes Consulta Externa  114.946.600 

257344 Septiembre PPNA Consulta Externa 13.816.200 

 
7.  Mediante oficio Radicado de Orfeo No. 202041450300110731 del 14 de diciembre de 

2020, (anexo No. 5), la Secretaria de Salud Pública Municipal, devolvió las facturas 
radicadas por atención a la Población No Asegurada -PNA y Migrantes – Otros Servicios 
(diferentes a urgencias) y urgencias a PNA con fecha posterior al 20 de enero de 2020, 
fecha de expedición del Decreto 064 de 2020; bajo su entendimiento que a partir de la 
publicación del mencionado decreto las IPS públicas y privadas deben garantizar la 
afiliación de oficio de forma inmediata a través de la plataforma del Sistema 
Transaccional-SAT, o en su defecto realizar afiliación manual y reportar a la EAPB. 
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Teniendo en cuenta lo anterior, realizo la devolución de las facturas radicadas, con la 
siguiente relación de cuentas de cobro: 
 

N. FACTURA 
VR REPORTADO COMO 

DEVOLUCION 

ESE4-222375 280.149.100 

ESE4-222377 131.534.300 

ESE4-228186 68.420.900 

ESE4-230160 13.463.800 

ESE4-230158 78.719.300 

ESE4-233352 20.300.600 

ESE4-233353 124.794.800 

ESE4-233868 116.054.120 

ESE4-237920 101.413.400 

ESE4-241285 105.651.600 

ESE4-241287 13.128.400 

ESE4-241288 21.084.200 

ESE4-241289 12.553.600 

ESE4-241290 10.855.400 

ESE4-251707 12.771.400 

ESE4-251708 16.513.500 

ESE4-250412 33.233.700 

ESE4-250413 91.365.000 

ESE4-250415 17.403.100 

ESE4-250416 13.795.900 

ESE4-256453 20.165.700 

ESE4-257343 114.960.500 

ESE4-257344 13.822.900 

ESE4-267559 
 TOTAL 1.432.155.220 

 
8. Continua la respuesta de la SSPM indicando que la Resolución 1128 de 2020, por 

medio  de la cual se regula la afiliación de oficio con carácter obligatorio a través del 
SAT por parte de las IPS públicas y privadas cuando el usuario requiere servicios de 
salud, este deberá proceder efectuar la inscripción de oficio a través del SAT o de la 
EPS, con el fin de garantizar la cobertura universal y la continuidad en la prestación de 
los servicios de salud, cobijando la población pobre no asegurada y a los migrantes 
regulares con permiso especial de permanencia; e indica que frente a la población 
migrante irregular, la SSPM de conformidad con la Ley 715 de 2001 modificada por la 
ley 1955 de 2019 de conformidad con el artículo 43.2.44, podrá ejecutar los recursos 
que asigne el Gobierno nacional para la atención de la población migrante y destinar los 
recursos propios, si lo considera pertinente.  

  
9. Es de resaltar que esta normativa aplica para todas aquellas atenciones sociales que no 

sean servicios asistenciales de urgencias, por cuanto sobre estas no hay discusión, y en 

5

http://www.esenorte.gov.co/


RED DE SALUD DEL NORTE E.S.E. 
 
 
 

 
 

Sede Admón. Calle 46C No.3B-00 PBX  485 15 87  
Hospital Joaquín Paz Borrero Carrera 7A Bis Calle 72 PBX 4184747                   

      www.esenorte.gov.co ; Nit 805.027.287-4 

        “Somos la ESE que Humaniza tu salud” 

 

 

términos generales son reconocidas y pagadas por la SSPM, pero frente a otro tipo de 
servicios asistenciales se generó un limbo jurídico, al no estar contemplado su 
reconocimiento en situaciones de excepción como las que nos encontramos en el 
quehacer diario de la prestación del servicio, como lo es encontrar usuarios reacios a la 
afiliación, o sin documentos, o migrantes en su mayoría irregulares, y las IPS obligadas 
a prestar el servicio por la necesidad del mismo, muchas veces incluso ordenados 
mediante tutela, como ejemplo la que se anexa a la presente demanda simplemente 
como ilustración, porque de estos mismos procesos nos llegan sin número de tutelas 
mensuales.  

 
10.  En el informe de la auditoria regular de la Contraloría Municipal de Santiago de Cali, 

surtido en el mes de diciembre de 2021 (anexo No. 6), se manifestó literalmente lo 
siguiente respecto de las cuentas por cobrar no reconocidas por parte de la Secretaría 
de Salud Pública Municipal de Santiago de Cali, por la atención a migrantes derivados 
de servicios asistenciales calificados como NO URGENCIAS:  

 
… (…) “En el caso de la Red de Salud del Norte E.S.E, a la fecha de 
realización de la presente auditoría, se pudo determinar que el Distrito de 
Santiago de Cali – Secretaria de Salud Pública Municipal de Cali, no ha 
reconocido el pago de los servicios de Salud prestados por esta entidad a 31 
de diciembre de 2020 por atenciones a Población Pobre No asegurada y 

Migrante, que ascienden a $1.432.155.200” 

 
11.  El manejo de cuentas por cobrar por atención a Población Pobre No Asegurada (PPNA) 

e Inmigrantes forzados provenientes de la República Bolivariana de Venezuela, dado por 
parte de la Red de Salud del Norte ha estado de acuerdo con las normas expedidas de 
acuerdo con la política pública  de Salud en Colombia que está direccionada desde los 
organismos internacionales desde donde se hacen los estudios de salud pública para 
que los Estados miembros propendan por el respeto de los derechos humanos y la 
garantía de su ejercicio, tanto desde la parte normativa como en la implementación de 
mecanismos, inclusive de tipo jurisdiccional, que hagan efectivo el derecho.  
 

12. La Red de Salud del Norte E.S.E en cumplimiento de su actividad misional prestó 
servicios de salud a Población pobre no asegurada y migrantes venezolanos en 
atenciones ambulatorias, las cuales pueden considerarse dentro del contenido de la 
Resolución No. 4288 de Noviembre 20 de 1996 que por definición legal es un conjunto 
de actividades, intervenciones y procedimientos, de promoción de la salud, prevención 
de la enfermedad, vigilancia en salud pública y control de factores de riesgo dirigidos a 
la colectividad. Empero, al momento de presentar las cuentas de cobro correspondientes 
a la vigencia del año 2020 recibieron como respuesta de la Secretaría de Salud el no 
reconocimiento de la obligación, quedando un escenario que la doctrina jurídica llama 
“vacío jurídico” porque siendo la entidad territorial la obligada a salir al cumplimiento de 
la política pública de salud en todos sus principios, se desprende del deber ser, dejando 
en el limbo al prestador del servicio.  

  
13. No obstante lo anterior, conforme  a lo dejado analizado en precedencia, en esto 

momento no se puede afirmar que los recursos generados por el servicio sean 
imposibles de recuperar, o que se trata de una situación arbitraria y peligrosa que atenta 
contra la sostenibilidad financiera del sistema; porque como ya se han pronunciado los 
organismos internacionales (la Organización de las Naciones Unidas por ante la 
Organización Mundial de la Salud y la Organización de los Estados Americanos por ante 
la Organización Panamericana de la Salud) y la Corte Constitucional Colombiana, la 
Salud es un derecho fundamental que debe ser reconocido, protegido y garantizado por 
el Estado para todos los habitantes del territorio nacional sin distinción alguna. 

 

6

http://www.esenorte.gov.co/


RED DE SALUD DEL NORTE E.S.E. 
 
 
 

 
 

Sede Admón. Calle 46C No.3B-00 PBX  485 15 87  
Hospital Joaquín Paz Borrero Carrera 7A Bis Calle 72 PBX 4184747                   

      www.esenorte.gov.co ; Nit 805.027.287-4 

        “Somos la ESE que Humaniza tu salud” 

 

 

14.  En Noviembre 24 de 2020 con radicado 202011401855381 y firmado por el Subdirector 
de Asuntos Normativos Dr. NILSON ARMANDO FILIGRANA VILLEGAS, se conoce el 
concepto jurídico emitido por el Minsalud, respecto a la Responsabilidad de los 
municipios frente a la financiación de las atenciones en salud diferentes a urgencias 
prestada a la población migrante regular, en el cual después de hacer un análisis de la 
normativa aplicable al reconocimiento de las atenciones en salud a la población migrante 
irregular emite el siguiente concepto: 

 
“III. Concepto jurídico. 
 
De acuerdo con lo expuesto, a la fecha no se ha expedido ninguna norma que 
asigne recursos para financiar atenciones en salud, diferentes a urgencias, 
que se brinden a los migrantes que se encuentran en el país en situación 
irregular, por lo que esos servicios tendrían que se pagados por el propio 
migrante. 
 
Lo que se tiene previsto, de acuerdo con la normativa citada, es la asignación 
de recursos para la atención inicial de urgencias, cuando esta no pueda ser 
asumida por el migrante proveniente de un país fronterizo. Estas atenciones 
se financiarán con los recursos asignados los entes territoriales en aplicación 
del Decreto 2408 de 2018 o con cargo a los recursos de libre destinación que 
el ente territorial determine para ese propósito. 
 
Asimismo, en el marco de la emergencia sanitaria, para cubrir dichas 
atenciones, las entidades territoriales pueden acudir a los recursos de libre 
destinación, a los recursos destinados al funcionamiento de las secretarias de 
salud territoriales o de quien haga sus veces, a los recursos de rentas cedidas 
del 8% del impoconsumo de cerveza y licores, vinos y aperitivos, que no estén 
destinados por ley para el aseguramiento, y a los excedentes de cuentas 
maestras del régimen subsidiado. 
 
Por último, debemos señalar que, de acuerdo con lo establecido en el Decreto 
Ley 4107 de 2011, modificado por los decretos 2562 de 2012 y 1432 de 2016, 
este Ministerio tiene como objeto formular, adoptar, coordinar, ejecutar y 
evaluar la política en materia de salud y protección social. Por lo tanto, esta 
entidad no se encuentra facultada para determinar la existencia de 
responsabilidad fiscal en el manejo y destinación de recursos por parte de las 
entidades territoriales, competencia que se encuentra en cabeza de la 
Contraloría General de la República, conforme con lo previsto en el artículo 
267 de la Constitución Política, modificado por el artículo 1 del Acto Legislativo 
4 de 2019”. (Anexo No. 11). 

 
15.  En Junio 16 de 2021 los Jefes de las Oficinas Asesoras Jurídicas de las Empresas 

Sociales del Estado del Municipio de Cali, en virtud del Artículo 23 de la Constitución 
Nacional, mediante derecho de petición, ( Anexo No. 7) solicitaron “Concepto jurídico 
sobre el pago de las atenciones en salud a población no asegurada y de migrantes 
brindada en la vigencia 2020 y lo corrido del 2021, escrito que fue dirigido al Dr. JORGE 
ENRIQUE GUTIERREZ, director Administrador de los Recursos del Sistema de  
Seguridad Social-ADRES, en el que  a su tenor dice: 

 
“PETICION:  Solicitamos se conceptúe ante el vacío jurídico, sobre quien, 
como y cuál va a ser el procedimiento de pago de la cartera adeudada a cada 
una de las ESE que suscribimos la presente petición, con corte al 30 de mayo 
del 2021 y las que posteriormente por obligación Constitucional se deben 
seguir prestando por concepto de pago de servicios de atención distinta a 
urgencia a la población migrante y pobre no asegurada”. 
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16. La respuesta bastante lacónica, por cierto, dada por el Dr. ALVARO ROJAS FUENTES, 

Director de Liquidaciones y Garantías fue la siguiente: “Al respecto, considerando las 
funciones que impone el marco normativo a la ADRES no comprenden un giro 
directo de recursos por concepto de servicios de salud a la población migrante y 
pobre no asegurada, me permito dar traslado de la referida comunicación para su 
revisión y trámite4 correspondiente”. 

 
17.  Así las cosas, no se puede perder de vista que las empresas sociales del estado bajo la 

nueva directriz establecida en el Decreto 064 de 2020, adelanto todas las gestiones y 
estrategias que permitieran afiliar a la población sin aseguramiento que llegase a 
requerir atención en salud en cualquiera de nuestras IPS, pero a nadie se puede obligar 
a lo imposible, cuando asumimos el costo de publicidad mediante volantes, perifoneo en 
los barrios vulnerables, invitación a afiliación mediante los funcionarios de Atención al 
Usuario, pero cuando el usuario manifiesta no querer afiliarse porque en su opinión lo 
desfavorece frente al “Sisben” o no aportan ningún documento, o simplemente no da 
información cierta para el registro en la plataforma, no es posible afiliar al paciente, pero 
igual se le debe atender en virtud del principio de cobertura universal de los servicios de 
salud en el marco del Sistema General de Salud- SGSSS, preservado en primer lugar 
por el derecho internacional, por la Constitución Nacional y por las normas que lo 
reglamentan en nuestro país. (Anexo No. 8 Decreto 064 2020, Anexo No. 9 
Volantes, Anexo No. 10 Evidencia de difusión para la afiliación) 

 
18.  Como se puede observar a la fecha se han agotado todas las instancias con el fin de 

lograr el pago por parte del Estado del cobro por la atención brindada a la población no 
asegurada y de migrantes brindada en la vigencia 2020 y parte del 2021 y a la fecha no 
se ha obtenido respuesta alguna, causando un grave déficit a las finanzas de la Red de 
Salud del Norte ESE, ocasionado graves perjuicios para la entidad.  

 
IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO DE LAS PRETENSIONES - INDICACIÓN DE LAS 

NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE LA VIOLACION. 

 

El derecho fundamental a la salud. Reiteración de jurisprudencia, el artículo 49 de la Carta 
Política establece que la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del 
Estado. Igualmente, preceptúa que “[s]e garantiza a todas las personas el acceso a los servicios 
de promoción, protección y recuperación de la salud. // Corresponde al Estado organizar, dirigir 
y reglamentar la prestación de servicios de salud a los habitantes y de saneamiento ambiental 
conforme a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. También, establecer las 
políticas para la prestación de servicios de salud por entidades privadas, y ejercer su vigilancia 
y control. Así mismo, establecer las competencias de la Nación, las entidades territoriales y los 
particulares y determinar los aportes a su cargo en los términos y condiciones señalados en la 
ley (…)”. (Negrilla fuera del texto). Bajo tal óptica, en atención a lo establecido en el artículo 48 
superior, la salud además de ser un derecho fundamental autónomo es también un servicio 
público cuya prestación se encuentra a cargo de Estado en términos de promoción, protección y 
recuperación, conforme lo ordenan los principios de universalidad, eficiencia y solidaridad. En 
cuanto a este último principio, es menester recordar que de acuerdo con los artículos 1º y 95 de 
la Constitución, la solidaridad constituye uno de los pilares del derecho a la salud, el cual 
implica una mutua colaboración entre todos los intervinientes del sistema de seguridad social. 
Su propósito común es garantizar las contingencias individuales mediante un trabajo conjunto 
entre el Estado, las entidades encargadas de la prestación del servicio de salud y los usuarios. 
Quiere decir lo anterior que los recursos del Sistema de Salud deben distribuirse de tal manera 
que todas las personas, sin distinción de raza, nacionalidad y capacidad económica, accedan al 
servicio de salud. En la sentencia C-767 de 2014 la Corte Constitucional reiteró que “el principio 
de solidaridad “impone una serie de “deberes fundamentales” al poder público y a la sociedad 
para la satisfacción plena de los derechos”. Por lo tanto, este principio se manifiesta como 
deber del Estado Social de Derecho a través de estos “deberes fundamentales” que en ciertos 

8

http://www.esenorte.gov.co/


RED DE SALUD DEL NORTE E.S.E. 
 
 
 

 
 

Sede Admón. Calle 46C No.3B-00 PBX  485 15 87  
Hospital Joaquín Paz Borrero Carrera 7A Bis Calle 72 PBX 4184747                   

      www.esenorte.gov.co ; Nit 805.027.287-4 

        “Somos la ESE que Humaniza tu salud” 

 

 

escenarios se refuerzan, cuando se trata de asegurar a sujetos en condiciones desfavorables, 
la protección de todas las facetas de sus garantías fundamentales. La Carta proyecta este 
deber de solidaridad, de manera específica, a partir de los mandatos constitucionales que 
establecen una obligación de especial protección para personas y grupos humanos en situación 
de vulnerabilidad y debilidad manifiesta, como las mujeres cabeza de familia (art. 43 CP), los 
menores de edad (arts. 44 y 45), las personas enfermas y discapacitadas (art. 47) y los 
ancianos (art. 46), entre otros.   
  
Seguidamente, en sentencia SU- 677 de 2017 la Sala Plena de la Corte precisó que el principio 
de solidaridad: (i) es un pilar fundamental de la Constitución Política y del Estado Social de 
Derecho; (ii) es exigible a todas las personas y al Estado; y (iii) con fundamento en él, el 
Gobierno Nacional debe garantizar unas condiciones mínimas de vida digna a todas las 
personas, de tal forma que debe prestar asistencia y protección a quienes se encuentren en 
situación de vulnerabilidad. En suma, la salud comporta el goce de distintos derechos, en 
especial el de la vida en condiciones dignas de todas las personas, el cual debe ser garantizado 
por el Estado. Por ello ese derecho ha sido catalogado como de naturaleza compleja, tanto por 
su concepción, como por la diversidad de obligaciones y compromisos que resultan de este, así 
como por la dimensión y la pluralidad de acciones que su cumplimiento demanda del Estado y 
de la sociedad en general. En ese sentido, a efectos de garantizar su goce efectivo es 
necesario que tal prerrogativa este supeditada y en armonía con los recursos materiales e 
institucionales disponibles y establecidos por el Gobierno Nacional y el legislador o en virtud de 
la cooperación internacional, cuando haya lugar a ello.  
 
Marco internacional de los derechos de los migrantes en materia de salud: De manera 
previa, es preciso recordar, que la salud como derecho fundamental es necesaria e importante 
para la existencia en condiciones óptimas de las personas en cualquier lugar del mundo. Bajo 
tal óptica, los diferentes estados deben garantizar el servicio de salud para todas las personas, 
en condiciones de calidad, igualdad y sin discriminación. Por lo tanto, se debe tener en cuenta 
el bienestar de las personas, ya que, al hacer referencia a la vida digna, esta no solo debe 
limitarse al simple hecho de tener una vida bióticamente hablando; sino más bien se extiende a 
la posibilidad de poder existir en condiciones que permitan materializar la dignidad del ser 
humano. De los compromisos internacionales que el Estado colombiano ha asumido en relación 
con la salud de las personas migrantes, se destacan los siguientes:  
 
En cuanto a la población extranjera es importante resaltar que el artículo 1º de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos señala que los Estados Partes se comprometen a 
respetar los derechos y libertades reconocidos en esta, así como a garantizar su libre y pleno 
ejercicio a “toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social”. 
 
La Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su artículo 22 señala que toda persona 
“como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el 
esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los 
recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, 
indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad”. Significa lo anterior, que 
cada estado de forma individual, así como a través de la cooperación internacional está en la 
obligación de disponer de los recursos necesarios para satisfacer los derechos de los 
asociados. A su turno, el artículo 25 preceptúa que toda persona tiene derecho a un nivel de 
vida adecuado que le asegure su salud y bienestar, así como la alimentación, el vestido, la 
vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios.  
 
El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en adelante PIDESC) 
en su artículo 12, estableció que “todo ser humano tiene el derecho al disfrute del más alto nivel 
posible de salud que le permita vivir dignamente”. Igualmente, el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (en adelante Comité DESC), en la Observación General No. 
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14 del 2000 advirtió que “la salud es un derecho humano fundamental e indispensable para el 
ejercicio de los demás derechos humanos.”. Es decir, que ese derecho fue entendido como “el 
disfrute de toda una gama de facilidades, bienes, servicios y condiciones necesarios para 
alcanzar el más alto nivel posible de salud”. Así mismo el PIDESC señala que toda persona 
tiene derecho a la seguridad social (art. 9). Lo anterior, en armonía con el artículo 2º, según el 
cual la nacionalidad no debe ser utilizada con fines de discriminación. A partir de la anterior 
disposición del Pacto, la Observación General 14 del 2000 del Comité DESC estipuló como una 
de las obligaciones legales específicas, que los Estados deben garantizar, en condiciones de 
igualdad, el derecho a la salud de todas las personas, “incluidos, los presos o detenidos, los 
representantes de las minorías, los solicitantes de asilo o los inmigrantes ilegales”. De la misma 
forma, indica que deben “abstenerse de imponer prácticas discriminatorias como política de 
Estado” y, en consecuencia, para cumplir con el derecho a la salud en todas sus formas y 
niveles “cada Estado Parte deberá contar con un número suficiente de establecimientos, bienes 
y servicios públicos de salud y centros de atención de la salud, así como de programas”, que 
sean: accesibles, aceptables, de calidad y aplicables a todos los sectores de la población. 
 
De otro lado, la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los 
Trabajadores Migrantes y de sus Familiares, protege el derecho a la salud de estos, 
mencionando en su artículo 28 el “derecho a recibir la atención medica de urgencias” sin 
importar las irregularidades en el estatus migratorio o del empleo. A su turno, la Declaración del 
Comité sobre las Obligaciones de los Estados con respecto a los Refugiados y los Migrantes, 
en virtud del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “recordó que 
los Estados parte tienen la obligación de respetar el derecho a la salud garantizando que todas 
las personas, incluidos los migrantes, tengan igualdad de acceso a los servicios de salud 
preventivos, curativos y paliativos, independientemente de su condición jurídica y su 
documentación”. Por lo tanto, según dicha Declaración, la irregularidad migratoria no puede ser 
un factor para negar el acceso a los servicios de salud.  
 
Bajo tal óptica, esta Corporación en sentencia T-210 de 2018 señaló que “de acuerdo con otros 
instrumentos de derecho internacional y a algunos desarrollos recientes de softlaw sobre el 
contenido mínimo esencial del derecho a la salud de los migrantes, se ha establecido con 
fundamento en el principio de no discriminación, que (i) el derecho a la salud debe comprender 
la atención integral en salud en condiciones de igualdad e ir mucho más allá de la urgencia. Por 
eso, de contar con estándares más bajos, (ii) pese a los limitados recursos disponibles, los 
Estados tienen la “obligación concreta y constante de avanzar lo más expedita y eficazmente 
posible hacia la plena realización del artículo 12” del Pacto de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales mediante la adopción de medidas; especialmente y con mayor rigurosidad, cuando 
dichos estándares atentan contra una obligación de naturaleza inmediata, como lo es la 
obligación de no discriminación en la prestación del servicio de salud” (subrayado en el original).  
 
Por último, esta Sala destaca que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en 
adelante CIDH) a través de la Resolución 2 de 2018 se refirió a la migración de las personas 
venezolanas en el continente. Consideró que las violaciones masivas a los derechos humanos, 
así como la grave crisis alimentaria y sanitaria que afronta el país, ha generado el crecimiento 
exponencial de cientos de miles de personas venezolanas que se han visto forzadas a migrar 
hacia otras latitudes, como una estrategia que les permita preservar sus derechos a la vida, la 
integridad personal, la libertad, la salud, la alimentación y el trabajo, entre otros. La Comisión 
precisó que “[d]e acuerdo con cifras del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados (ACNUR), al 31 de enero de 2018 se contabilizaban 133,574 solicitudes de asilo de 
personas venezolanas, al tiempo que se registraban 350,861 personas venezolanas que 
optaron por otras alternativas migratorias para estancia legal, dirigiéndose principalmente a 
Colombia, Brasil, Perú, Ecuador, Estados Unidos de América, Panamá, Costa Rica, Trinidad y 
Tobago, México, Argentina, Chile, Uruguay y Canadá; así como otros países del mundo”. 
Seguidamente, precisó que, en razón a la falta de canales legales y seguros para migrar, 
muchas personas han arribado a otros países de manera irregular, a través de rutas terrestres y 
marítimas clandestinas y peligrosas. Agregó que entre los múltiples desafíos que enfrenta esta 
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población se encuentran la desprotección internacional, la discriminación, las amenazas a su 
vida e integridad personal, la violencia sexual y de género, los abusos y la explotación, la trata 
de personas, la desaparición de migrantes y refugiados, el hallazgo de fosas clandestinas en 
zonas fronterizas y rutas migratorias con restos que se presumen de personas venezolanas y la 
falta de documentos de identidad; así como obstáculos en el acceso a la asistencia humanitaria, 
particularmente acceso a vivienda, salud, alimentación, educación y otros servicios básicos. En 
suma, los migrantes de nacionalidad venezolana son considerados como un grupo en situación 
de vulnerabilidad.  
 
Por ello, la CIDH exhortó a los Estados miembros de la OEA, entre otras cosas, a: i) “Garantizar 
el ingreso al territorio a las personas venezolanas para buscar protección internacional o para 
satisfacer necesidades humanitarias urgentes, incluyendo el reconocimiento de la condición de 
refugiado. Asimismo, se deben adoptar medidas dirigidas a garantizar la reunificación familiar 
de las personas venezolanas con sus familias”; ii) “Expandir canales regulares, seguros, 
accesibles y asequibles de la migración a través de la progresiva expansión de la liberalización 
de visas, así como regímenes de facilitación de visas de fácil acceso (…). Estos canales deben 
ser accesibles en términos económicos y jurídicos, lo cual incluye asegurar que sean accesibles 
también para personas venezolanas que por razones ajenas a su voluntad no cuenten con la 
documentación usualmente requerida para estos trámites”; iii) “Implementar una estrategia 
coordinada de alcance regional e internacional, la cual debe estar basada en la responsabilidad 
compartida y en el abordaje desde un enfoque de derechos humanos para dar respuesta a la 
rápida y masiva situación de personas que se están viendo forzadas a migrar de Venezuela; iv) 
“No criminalizar la migración de personas venezolanas, para lo cual deben abstenerse de 
adoptar medidas tales como el cierre de fronteras, la penalización por ingreso o presencia 
irregular, la necesidad de presentar un pasaporte para obtener ayuda y protección internacional, 
la detención migratoria; y discursos de odio”; y, v) finalmente, “Implementar medidas para 
promover la integración social y la resiliencia de las personas venezolanas, en particular a 
través de la garantía de los derechos a la no discriminación y los derechos económicos, 
sociales y culturales, incluyendo el acceso al derecho al trabajo, la educación y la seguridad 
social”. 
 
En tal virtud, el 3 y 4 de septiembre de 2018, distintos países de la región, (Argentina, México, 
Chile, Perú, Costa Rica, Colombia, Ecuador, Uruguay, Bolivia, Republica Dominicana, Brasil, 
Panamá y Paraguay) se reunieron en Quito para discutir los graves impactos de la migración 
proveniente de Venezuela. Producto de esa reunión los países adoptaron la Declaración de 
Quito sobre Movilidad Humana de ciudadanos venezolanos [89]. En ese documento se destacó 
la importancia de la cooperación técnica y financiera proporcionada por los Estados 
cooperantes y los Organismos Internacionales. Así mismo, se propuso crear un programa 
regional, con el apoyo de la Organización Internacional para las Migraciones – OIM, para el 
intercambio oportuno, a través de las instancias nacionales competentes, de información 
pertinente de migrantes, destinado a prestar la ayuda humanitaria y lograr una migración 
ordenada y segura. Paralelamente, ratificó el compromiso de los países de la región para que 
“de conformidad con la disponibilidad de recursos públicos, la realidad económica, la legislación 
interna y las posibilidades de cada país de acogida, proveer a los ciudadanos venezolanos en 
situación de movilidad humana, el acceso a los servicios de salud y educación, así como brindar 
oportunidades en el mercado laboral. Además, reconoció el papel especial de Colombia “dada 
su condición limítrofe con Venezuela”, así como para Ecuador y Perú, puesto que se genera un 
corredor migratorio hacia esos dos países. La Declaración de Quito señaló que los países de la 
región podían “acoger los documentos de viaje vencidos como documentos de identidad de los 
ciudadanos venezolanos para fines migratorios”. Ello con el fin de facilitar la circulación de los 
migrantes. No obstante, exhortó a Venezuela para que tomara las “medidas necesarias para la 
provisión oportuna de documentos de identidad y de viaje de sus nacionales” porque la 
ausencia de esos documentos ha generado limitaciones al derecho a la libre circulación y 
movilidad, así como dificultades en los procedimientos migratorios. Finalmente, también se 
exhortó al Gobierno Venezolano para que “acepte la cooperación de los gobiernos de la región 
y de los organismos internacionales”. Ello con el fin de morigerar la crisis humanitaria. 
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Los derechos y obligaciones de los extranjeros, marco normativo y jurisprudencial en 
Colombia La Carta Política de 1991 fijó unos derechos y obligaciones a los ciudadanos 
extranjeros. Ello con el fin de garantizar, sin discriminación alguna, sus libertades y ofrecer 
oportunidades. Es así, como el artículo 4º superior señala que es deber de los nacionales y de 
los extranjeros acatar la Constitución y las leyes, así como respetar y obedecer a las 
autoridades. Seguidamente, el artículo 13, al referirse al derecho a la igualdad, establece que 
“todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de 
las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 
discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión 
política o filosófica”. Finalmente, el artículo 100 constitucional expresa que los extranjeros 
disfrutarán en el país “de los mismos derechos civiles que se conceden a los colombianos. No 
obstante, la ley podrá, por razones de orden público, subordinar a condiciones especiales o 
negar el ejercicio de determinados derechos civiles a los extranjeros. Así mismo, los extranjeros 
gozarán, en el territorio de la República, de las garantías concedidas a los nacionales, salvo las 
limitaciones que establezcan la Constitución o la ley (…)”. De este modo, es dable concluir que 
los extranjeros, refugiados o migrantes tienen los mismos derechos que los nacionales y 
recibirán el mismo trato de las autoridades independiente de su origen nacional, sin perjuicio de 
los deberes y obligaciones que deben acatar. Bajo ese contexto, esta Corporación ha señalado 
que la Constitución reconoce la igualdad de derechos civiles y políticos entre los extranjeros y 
los colombianos, los cuales pueden ser supeditados a condiciones especiales, o incluso es 
posible negar el ejercicio de determinados derechos por razones de orden público. Así mismo, 
la Corte ha reiterado que el reconocimiento de derechos a los extranjeros genera la obligación 
de cumplir los deberes establecidos para los residentes del territorio nacional.  
 
Además, la sentencia C-834 de 2007 refirió que “todos los extranjeros que se encuentren en 
Colombia tienen derecho a recibir un mínimo de atención por parte del Estado en casos de 
necesidad y urgencia con el fin de atender sus necesidades más elementales y primarias, lo 
que no restringe al Legislador para ampliar su protección con la regulación correspondiente”. 
38. Este Tribunal, por su parte, se ha ocupado de fijar el alcance de los derechos reconocidos a 
los extranjeros, estableciendo, entre otras, las siguientes reglas, las cuales fueron señaladas en 
la sentencia C-834 de 2007 y recopiladas en la sentencia T-051 de 2019, de la siguiente 
manera: (i) en ningún caso el legislador está habilitado para desconocer la vigencia y el alcance 
de los derechos fundamentales garantizados en la Carta Política y en los tratados 
internacionales en el caso de los extranjeros, así aquellos se encuentren en condiciones de 
permanencia irregular en el país[93]; (ii) en virtud de lo dispuesto en la Constitución, las 
autoridades colombianas no pueden desatender el deber de garantizar la vigencia y el respeto 
de los derechos fundamentales de los extranjeros y de sus hijos menores; (iii) la Constitución o 
la Ley pueden establecer limitaciones con respecto a los extranjeros para los efectos de su 
permanencia o residencia en el territorio nacional, en virtud del principio de soberanía estatal, 
pero los extranjeros en Colombia, disfrutarán de los mismos derechos civiles que se conceden a 
los colombianos, aunque por razones de orden público, mediante ley, algunos de dichos 
derechos podrán ser subordinados a condiciones especiales o podrá negarse su ejercicio; (iv) la 
intensidad del examen de igualdad sobre casos en los que estén comprometidos los derechos 
de los extranjeros, dependerá del tipo de derecho y de la situación concreta por analizar; (v) el 
reconocimiento de los derechos de los extranjeros no implica que en nuestro ordenamiento esté 
proscrita la posibilidad de desarrollar un tratamiento diferenciado en relación con los nacionales; 
(vi) la aplicación de un tratamiento diferente debe estar justificado por situaciones de hecho 
diferentes, una finalidad objetiva y razonable y una proporcionalidad entre el tratamiento y la 
finalidad perseguida; y (vii) la reserva de titularidad de los derechos políticos para los nacionales 
tiene su fundamento en el hecho de que por razones de soberanía, es necesario limitar su 
ejercicio, situación que está en concordanciacon el artículo 9° de la Carta, que prescribe que las 
relaciones exteriores del Estado colombiano deben cimentarse en la soberanía nacional. No 
obstante, el artículo 100 superior establece que la ley podrá conceder a los extranjeros 
residentes en Colombia el derecho al voto en las elecciones y consultas populares de carácter 
municipal o distrital. 39. Adicional a ello, esta Corte, mediante sentencia SU-677 de 2017, 
reiteró las reglas jurisprudenciales sobre los derechos y deberes de los extranjeros al indicar 
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que: “(i) el deber del Estado colombiano de garantizar algunos derechos fundamentales de los 
extranjeros con permanencia irregular en el territorio es limitado; pues deben ser tratados en 
condiciones de igualdad respecto de los nacionales colombianos dentro de ciertos límites de 
razonabilidad que permiten tratos diferenciados; (ii) todos los extranjeros tienen la obligación de 
cumplir la Constitución Política y las leyes establecidas para todos los residentes en Colombia; 
y (iii) los extranjeros con permanencia irregular en el territorio nacional tienen derecho a recibir 
atención básica y de urgencias con cargo al régimen subsidiado cuando carezcan de recursos 
económicos, en virtud de la protección de sus derechos a la vida digna y a la integridad física”. 
En torno a la prestación de los servicios de salud a los migrantes irregulares de 
nacionalidad Venezolana en Colombia, se han emitido algunos pronunciamientos por parte 
de ésta Corporación. En ellos, se ha referido a la igualdad de trato entre nacionales y 
extranjeros, y ha analizado casos en los cuales los extranjeros han requerido atención médica, 
sin que su estatus migratorio se encuentre definido y sin encontrarse afiliados al Sistema de 
Salud, fijando varias reglas jurisprudenciales que resultan aplicables a los cuatro casos objeto 
de estudio. La sólida línea jurisprudencial que esta Corte ha proferido sobre la materia ha sido 
enfática en señalar que los extranjeros, por el solo hecho de ser personas que habitan el 
territorio nacional, son titulares de la protección de sus derechos a la salud y a la vida digna. Lo 
anterior, puede verificarse con las reglas señaladas en las sentencias T-314 de 2016, SU-677 
de 2017, T-705 de 2017, T-210 de 2018, T-348 de 2018 y T-197 de 2019, las cuales pueden 
identificarse de la siguiente manera:  
 
a. El derecho a la salud es un derecho fundamental y uno de sus pilares es la universalidad, 
cuyo contenido no excluye la posibilidad de imponer límites para acceder a su uso o disfrute. b. 
Los extranjeros gozan de los mismos derechos civiles que los nacionales colombianos, y, a su 
vez, se encuentran obligados a acatar la Constitución y las leyes, así como respetar y obedecer 
a las autoridades. c. Los extranjeros regularizados o no tienen derecho a recibir atención básica 
y de urgencias con cargo al régimen subsidiado cuando carezcan de recursos económicos, en 
virtud de la protección de sus derechos a la vida digna y a la integridad física, sin que sea 
legítimo imponer barreras a su acceso. d. La atención mínima a la que tienen derecho los 
extranjeros, cuya situación no ha sido regularizada, va más allá de preservar los signos vitales y 
puede cobijar la atención de enfermedades catastróficas o la realización de cirugías, siempre y 
cuando se acredite su urgencia para preservar la vida y la salud del paciente. f. Los extranjeros 
que busquen recibir atención médica integral –más allá de la atención de urgencias–, en 
cumplimiento de los deberes impuestos por la ley, deben cumplir con la normativa de afiliación 
al Sistema General de Seguridad Social en Salud, dentro de lo que se incluye la regularización 
de su situación migratoria.  
 
Ahora bien, en la sentencia SU-677 de 2017, la Sala plena de esta Corporación conoció el caso 
de una migrante venezolana en estado de embarazo, a quien le fueron negados los controles 
prenatales y la asistencia al parto por no encontrarse afiliada al sistema de seguridad social en 
salud. Ello debido a que no contaba con los documentos para el efecto. En tal virtud, su esposo 
en calidad de agente oficioso solicitó la protección de los derechos fundamentales a la salud, a 
la vida y a la integridad física de la agenciada. En este orden, la Sala Plena de esta Corporación 
concluyó que, a pesar de que el embarazo no había sido catalogado como una urgencia, la 
accionante sí requería una atención urgente, porque su salud se encontraba en un alto riesgo 
por las consecuencias físicas y psicológicas que se derivan del hecho de estar embarazada y 
por encontrarse en medio de un proceso de migración masiva irregular. En esta oportunidad, la 
Corte unificó las reglas jurisprudenciales sobre la materia al establecer: “(i) el deber del Estado 
colombiano de garantizar algunos derechos fundamentales de los extranjeros con permanencia 
irregular en el territorio es limitado; pues deben ser tratados en condiciones de igualdad 
respecto de los nacionales colombianos dentro de ciertos límites de razonabilidad que permiten 
tratos diferenciados; (ii) todos los extranjeros tienen la obligación de cumplir la Constitución 
Política y las leyes establecidas para todos los residentes en Colombia; y (iii) los extranjeros con 
permanencia irregular en el territorio nacional tienen derecho a recibir atención básica y de 
urgencias con cargo al régimen subsidiado cuando carezcan de recursos económicos, en virtud 
de la protección de sus derechos a la vida digna y a la integridad física”. Así mismo, precisó que 
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si un extranjero se encuentra con permanencia irregular en el país, “tiene la obligación de 
regularizar su situación migratoria para obtener un documento de identificación válido y así 
iniciar el proceso de afiliación”. (Negrillas en el texto original).   
  
Con una orientación similar, en la sentencia T-705 de 2017 estudió un caso de un menor de 
edad de nacionalidad venezolana, que fue diagnosticado desde el 2012 con un linfoma de 
Hodgkin. En dicha oportunidad, la progenitora del niño señaló que requería la realización de una 
tomografía de cuello, tórax y abdomen para determinar el tratamiento médico a seguir. No 
obstante, el examen fue negado por el Instituto Departamental de Salud de Norte de Santander. 
En esa oportunidad, esta Corporación reiteró las reglas jurisprudenciales sobre la materia, 
según las cuales los extranjeros: (i) deben ser tratados en condiciones de igualdad respecto de 
los nacionales colombianos; (ii) tienen la obligación de cumplir la Constitución y las leyes 
establecidas para todos los residentes en Colombia; (iii) tienen derecho a recibir un mínimo de 
atención por parte del Estado en casos de urgencia con el fin de atender sus necesidades 
básicas, especialmente las relacionadas con asuntos de salud. 
 
Adicionalmente, este Tribunal resaltó que la atención de urgencias implica emplear todos los 
medios necesarios y disponibles para estabilizar la situación de salud del paciente, preservar su 
vida y atender sus necesidades básicas. Advirtió que en caso de que el medio necesario para 
garantizar lo anterior no se encuentre disponible en la institución hospitalaria prestadora de la 
atención de urgencias, se debe remitir a la persona a una entidad que sí cuente con los 
servicios y tecnologías en salud necesarios. En suma, precisó que “la garantía mínima del 
derecho a la salud para extranjeros no residentes comprende el derecho a recibir un mínimo de 
servicios de salud de atención de urgencias para atender sus necesidades básicas con el fin de 
preservar la vida cuando no haya un medio alternativo, la persona no cuente con recursos para 
costearlo y se trate de un caso grave y excepcional”. No obstante, señaló que esto no 
significaba que los extranjeros no residentes no deban afiliarse al sistema general de seguridad 
social para obtener un servicio integral y, previo a ello, definir el estatus migratorio. En 
consecuencia, concedió el amparo transitorio, en tanto el médico tratante del menor manifestó 
que el cumplimiento del tratamiento médico prescrito era de carácter urgente. Además, 
consideró que, si bien el Instituto Departamental de Salud de Norte de Santander se encontraba 
prestando los servicios de salud, ordenó la continuación de los mismos mientras se definía la 
situación migratoria del niño y de su progenitora, ya que no tenían los documentos necesarios 
para adelantar la afiliación al sistema de seguridad social. Por último, instó a la madre del 
menor de edad, quien interpuso en su representación la acción, para que dentro del término de 
un (1) mes adelantara los trámites necesarios para regularizar su permanencia y la de su hijo en 
el territorio colombiano y realizara la afiliación junto a su hijo al Sistema General de Seguridad 
Social en Salud. En atención a lo expuesto, la normativa y la jurisprudencia constitucional han 
venido sosteniendo que los extranjeros que se encuentren en Colombia tienen derecho a recibir 
una atención básica por parte del Estado en casos de extrema necesidad y urgencia, en aras a 
atender sus requerimientos más elementales. Lo que implica necesariamente, que sin importar 
si los extranjeros tienen o no los documentos que acreditan su permanencia de manera regular 
en el territorio nacional, las entidades prestadoras de salud, están en la obligación de atender 
todo caso de urgencias, procurando prestar el servicio en condiciones dignas y de calidad. Sin 
embargo, ello no los exime de la carga de regular y legalizar su permanencia en el país, ya que 
“si un extranjero se encuentra con permanencia irregular en el territorio colombiano, tiene la 
obligación de regularizar su situación migratoria para obtener un documento de identificación 
válido y así iniciar el proceso de afiliación”, al sistema general de salud.   
  
Extranjeros gozan de los mismos derechos que los nacionales, salvo limitaciones de la 
ley, El 17 de Agosto de 2021, un migrante venezolano solicitó el acceso al tratamiento previsto 
en el Plan de Beneficios de Salud (PBS) para la atención a la enfermedad del VIH que padece, 
sin estar afiliado al Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS). El hospital 
accionado negó el suministro de los medicamentos y el acceso al programa por tratarse de 
servicios de salud que desbordan la atención inicial de urgencias.  
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Al revisar esta tutela, la Corte Constitucional explicó, acorde con los artículos 4 y 100 
superiores, que los derechos fundamentales se protegen con independencia de la 
nacionalidad de la persona y, en todo caso, su ejercicio trae deberes correlativos cuyo 
cumplimiento no se exime por la condición de extranjero. (Lea: Permiso por protección 
temporal es válido como identificación de migrantes venezolanos en el sistema de protección 
social). 
 
De igual forma explicó que el derecho a la salud es fundamental y autónomo, su protección 
atiende al principio de integralidad y que se debe procurar el más alto nivel de salud posible. A 
partir de las normas vigentes explicó que quienes busquen acceder al SGSSS deben:  
 

i. Identificarse con uno de los documentos previstos en la ley para el efecto.  
ii. Tramitar la afiliación al SGSSS.  
iii. Bajo estos requisitos legales (identificación y afiliación), reiteró los criterios fijados en la 

Sentencia SU-677 del 2016, que son:  
iv. Los migrantes están obligados a regularizar su estatus migratorio para acceder al 

SGSSS.  
v. La atención en urgencias se garantiza con independencia de la condición migratoria.  
vi. Igualmente, se señaló que un migrante no afiliado al SGSSS podrá acceder a servicios 

que superen la atención de urgencias, cuando se acrediten tres condiciones:  
vii. La enfermedad catastrófica.  
viii. El concepto de urgencia del médico tratante.  
ix. Un riesgo para los derechos a la vida y a la integridad personal del paciente derivado del 

no suministro de los servicios en salud.   
Conozca más precisiones del caso concreto en el texto adjunto (M. P. Alejandro 
Linares Cantillo).  

 
Corte Constitucional, Sentencia, T-517, 14/12/2020.  
  
Indiligencia para regularizar condición migratoria y vincularse al sistema de salud no 
genera desatención en servicios requeridos 29 de Septiembre de 2021  
 
Permiso por protección temporal es válido como identificación de migrantes venezolanos 
en el sistema de protección social 13 de Agosto de 2021  
 
El Ministerio de salud incluyó el documento de identificación Permiso por Protección Temporal 
(PPT) en las estructuras de datos de los sistemas de información del sistema de protección 
social, con el propósito de que puedan acceder al portafolio de servicios que dicho sistema 
ofrece. Por lo tanto, con la Resolución 1178 del 2021, incluyó el PPT como documento válido de 
identificación de los migrantes venezolanos en dichos sistemas.  
 
Las entidades responsables de la administración y manejo de las bases de datos dentro del 
sistema efectuarán la actualización y ajustes, incluyendo como documento de identificación el 
permiso, y realizarán las validaciones y novedades de acuerdo con la información que 
suministre la Unidad Administrativa Especial de Migración Colombia, de acuerdo con las 
especificaciones que da la norma.  
 
Minsalud, Resolución, 1178, 05/08/2021. Al revisar tutelas relacionadas con dos personas 
(menor de edad y mujer mayor) de nacionalidad venezolana, la Corte Constitucional reiteró las 
reglas jurisprudenciales en torno al acceso a la atención en salud de migrantes irregulares.  
 
Al respecto afirmó que la atención de urgencias otorgada a personas en dicha condición 
que sufren graves padecimientos de salud debe estar necesariamente permeada por un 
enfoque de derechos humanos y, en casos excepcionales, debe ir más allá de la atención 
básica (Lea: No legalizar condición migratoria y afiliación al SGSSS no es argumento para 
negar atención de salud a menores).  
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Cabe precisar que el Estado está en la obligación de prestar los servicios de salud, libres de 
discriminación y de obstáculos de cualquier índole a los menores de edad que sufren de una 
afección física y mental y de garantizarles un tratamiento integral, adecuado y especializado 
conforme a la enfermedad padecida, incluyendo a los niños y adolescentes migrantes. 
  
También recordó que la falta de diligencia o cuidado de los representantes legales de 
menores de edad extranjeros con estatus irregular, reflejada en el hecho de no adelantar 
oportunamente los trámites administrativos tendientes a regularizar su condición 
migratoria y gestionar su vinculación al sistema de seguridad social en salud, no puede 
traer como consecuencia la desatención en los servicios que ellos requieran con 
necesidad y, por tanto, el menoscabo de sus derechos a la vida, la salud, la integridad 
física y la dignidad humana. (Lea: Reiteran precisiones sobre el derecho a la salud de hijos de 
extranjeros con permanencia irregular en Colombia).  
 
Lo anterior toda vez que resulta inadmisible trasladarles a estos las consecuencias negativas 
derivadas de una mala gestión en la defensa de sus derechos (M. P. Diana Fajardo 
Rivera). Corte Constitucional, Sentencia, T-254, 03/08/2021. 
                                                                                    

V.  TITULO JURIDICO DE IMPUTACIÓN 
 

La presente demanda se presenta a TITULO JURIDICO DE IMPUTACION OBJETIVA – DAÑO 
ESPECIAL teniendo en cuenta que los elementos del Daño Especial aplicable, de acuerdo con 
lo expresado por la jurisprudencia del Consejo de estado concurre cuando se configuren los 
siguientes elementos:  
 
“a) Que se desarrolle una actividad legítima de la administración. b) La actividad debe tener 
como consecuencia el menoscabo del derecho a una persona. c) El menoscabo del derecho 
debe tener origen en el rompimiento del principio de igualdad frente a la ley y a las cargas 
públicas. d) El rompimiento de esa igualdad debe causar daño grave y especial, en cuanto 
recae sólo sobre alguno o algunos de los administrados. e) Debe existir un nexo causal entre la 
actividad legítima de la administración y el daño causado; y f) El caso concreto no puede ser 
susceptible de ser encasillado dentro de otro de los regímenes de responsabilidad de la 
administración.  
 
En este caso, la RED DE SALUD DEL NORTE E.S.E, realizó una actividad legítima, la cual fue 
la atención de una población no asegurada en la prestación del servicio en salud, pero que por 
mandato constitucional y legal se debía atender, en este sentido, era responsabilidad de los 
demandados, asumir el pago de la prestación del servicio ejecutado por esta entidad, sin 
embargo, los demandados no asumieron el pago ocasionado el daño económico y financiera a 
esta entidad, por tal razón y no pudiendo encasillar la responsabilidad del estado en otros de los 
regímenes de imputación, se indica que existe un daño especial.  
 
No obstante, el Juzgado podrá adecuar el titulo jurídico de imputación que al respecto 
considere.  
                                   

VI. PRUEBAS 
  
Para que sean tenidas como tales me permito anexar los siguientes documentos:  
 

1. Oficio FAC-005.2020 – Radicado de Orfeo No. 202041450100033592 - Radicación de 
facturas por servicios de salud prestados a la población migrante de los países vecinos y 
población pobre no asegurada en los meses de enero y febrero de 2020. 
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2. Oficio CYP.013.2020 – Radicado de Orfeo No. 202041450100081522 - Radicación de 
facturas por servicios de salud prestados a la población migrante de los países vecinos y 
población pobre no asegurada en los meses de marzo, abril, mayo, junio y julio de 2020. 

 
3. Oficio CYP.026.2020 – Radicado de Orfeo No. 202041450100117322- Radicación de 

facturas por servicios de salud prestados a la población migrante de los países vecinos y 
población pobre no asegurada en el mes de agosto de 2020. 

 
4. Oficio CYP.032.2020 - Radicado de ORFEO No. 202041450100120612 - Radicación de 

facturas por servicios de salud prestados a la población migrante de los países vecinos y 

población pobre no asegurada en el mes de septiembre de 2020. 

 

5. Oficio Radicado de Orfeo No. 202041450300110731 del 14 de diciembre de 2020, 

Devolución de Facturas radicadas por atenciones de salud a la Población No Asegurada 

-PNA y Migrantes – Otros Servicios (diferentes a urgencias) y Urgencias PNA con fecha 

de prestación posterior al 20 de enero de 2020.  

 

6. Informe de la auditoria Financiera y de Gestión a la Red de Salud del Norte E.S.E, 

Vigencia 2020 de la Contraloría Municipal de Santiago de Cali. 

 

7. Derecho de petición de junio 16 de 2021 en el que se solicita concepto jurídico al 

ADRES y la respuesta. 

 

8. Decreto 064 de enero 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social. 

 

9. Volantes de Difusión – Campaña afiliación PPNA y Migrantes Venezolanos. 

 
10. Evidencia de difusión para la afiliación por parte de la Red de Salud del Norte E.S.E  

 
11. Concepto Jurídico emitido por el MINSALUD En Noviembre 24 de 2020 con radicado 

202011401855381 y firmado por el Subdirector de Asuntos Normativos Dr. NILSON 
ARMANDO FILIGRANA VILLEGAS. 
 

12. Auto No. 053 – Juzgado Cuarto Civil Municipal de Ejecución de Sentencia TUTELA Rad. 
2021-00039-00 Accionante: Marlin Corteza Oviedo – ordena atención a migrante 
venezolana. 

 
VII.  ANEXOS 

- Poder para actuar conferido por la Dra. Angie Gutiérrez Ospina  
- Fotocopia de la cédula de ciudadanía de la Dra. Angie Gutiérrez Ospina 
- Decreto de Nombramiento No. 4112.010.20.0896 del 15 de mayo de 2020  
- Acta de Posesión No. 0323 del 18 de mayo de 2020 
- Las relacionadas en el acápite de pruebas   
- Evidencia de Notificación de envió de la demanda a los demandados. 

 

VIII. CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 

Me encuentro dentro de los términos establecidos en el literal (i) del artículo 164 del 

CPACA, para promover esta Acción de Reparación Directa, por cuanto la última ocurrencia 

de los hechos objeto de esta demanda, se suscitó en el mes de septiembre del 2020.  
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IX. ESTIMACION RAZONADA DE LA CUANTIA 

 
La cuantía la estimo en la suma de MIL CUATROCIENTOS TREINTA Y DOS MILLONES 
CIENTO CINCUENTA Y CINCO MIL DOSCIENTOS ($1.432.155.200), correspondiente a los 
servicios de salud en urgencias y otros servicios prestados en los meses de enero a septiembre 
de 2020, por la Red de Salud del Norte -ESE a la población pobre vulnerable o sin 
aseguramiento (PPNA), y a población migrante principalmente venezolana.  
 

X.  COMPETENCIA 

Es competente el Honorable Magistrado, para conocer de la presente demanda, tanto por su 
naturaleza como por su cuantía, la cual se estima el MIL CUATROCIENTOS TREINTA Y DOS 
MILLONES CIENTO CINCUENTA Y CINCO MIL DOSCIENTOS ($1.432.155.200), suma que 
corresponde a los servicios de salud en urgencias y otros servicios prestados  en los meses de 
enero a  septiembre de 2020,  por la Red de Salud del Norte -ESE a la población pobre 
vulnerable o sin aseguramiento (PPNA), y a población migrante principalmente venezolana, de 
conformidad al numeral 5 del Art. 152 de la Ley 1437 de 2011.  
 

XI. PRESUPUESTOS PROCESALES - REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD 
 

De conformidad a lo señalado en el inciso segundo del numeral 1 del Artículo 161 de la Ley 
1437 de 2011 modificado por el Art. 34 de la Ley 2080 de 2021, es facultativo de esta entidad 
pública agotar el trámite conciliación extrajudicial.  
 
Por lo tanto, esta entidad prescinde de este trámite.  

XII.  PROCEDIMIENTO 

El ordinario regulado en el CPACA. 

Señor Juez, al admitir la demanda, adecuar el trámite de Ley, aunque se haya indicado una vía 
procesal inadecuada, de conformidad con lo establecido en el artículo 171 del CPACA que al 
respecto establece: “Artículo 171. Admisión de la demanda. El juez admitirá la demanda que 
reúna los requisitos legales y le dará el trámite que le corresponda, aunque el demandante haya 
indicado una vía procesal inadecuada, mediante auto en el que dispondrá: (…)” 
 

XIII. NOTIFICACIONES 

Ministerio de Salud y Protección Social, representada legalmente por el Señor Ministro 
Fernando Ruiz Gómez, o por quien haga sus veces se debe de notificar en el correo 
electrónico: notificacionesjudiciales@minsalud.gov.co. dirección: Carrera 13 No. 32-76 Piso 1, 
Bogotá D.C. Código postal 110311. 
 
Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud -
ADRES: representada legalmente por su Director, Dr. Jorge Enrique Gutiérrez, o por quien 
haga sus veces se debe de notificar en el correo electrónico: 
 notificaciones.judiciales@adres.gov.co. Dirección: Avenida Calle 26 # 69-76 Torre 1 Piso 17 
de la ciudad de Bogotá. D.C. 
 
EL DISTRITO DE SANTIAGO DE CALI - SECRETARÍA DE SALUD PÚBLICA MUNICIPAL DE 
SANTIAGO DE CALI, por el señor alcalde Dr. Jorge Iván Ospina Gómez o por quien haga sus 
veces., debe de notificarse en el correo electrónico: notificacionesjudiciales@cali.gov.co 
 

La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado en la Calle 16 No. 68 D-89 de la ciudad de 

Bogotá D.C. correo electrónico: agencia@defensajuridica.gov.co 
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MINISTERIO PÚBLICO Para los efectos del artículo 171 del CPACA, notifíquese al señor 

agente del Ministerio Público en su respectiva oficina.  

De conformidad al Artículo 35 de la Ley 2080 del 2021, se remite simultáneamente la presente 

demanda a los correos electrónicos de los demandados.  

LA DEMANDANTE RED DE SALUD DEL NORTE ESE, representada legalmente por la Dra. 

Angie Gutiérrez Ospina o por quien haga sus veces debe de notificare en el correo electrónico: 

notificacionesjudiciales@esenorte.gov.co 

  
Del Honorable Magistrado,  
  
  
 
 
  
  
MARIA ALEJANDRA ESLAVA HERRERA 
C.C. 1.130.627.638 de Cali  
T.P. 180.296 del C.S. de la Judicatura  
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ALCALDIA DE
SANTIAGO DE CALI

DECRETO No..<dff 2 £>JO'C2£> DE 2020
(Mayo 15 de 2020)

"FOR EL CUAL SE NOMBRA EL GERENTE DE LA RED DE SALUD DEL NORTE
E.S.E.”

El Alcalde de Santiago de Cali, en ejercicio de sus atribuciones Constltucionales y 
Legales, en especial las conferidas en la Ley 1797 de 2016, y

CONSIDERANDO

Que de conformidad con lo dispuesto en el artlculo 20 de la Ley 1797 de 2016, 
corresponde al Presidente de la Republica, a los gobernadores y a los alcaldes nombrar 
a los directores o gerentes de las Empresas Sociales del Estado - E.S.E., previa 
verificacion del cumplimiento de los requisites de formacion academica y experiencia 
previstos en las normas vigentes que regulan la materia y la evaluacion de las 
competencias que senale el Departamento Administrative de la Funcion Publica.

Que mediante el Decreto 1427 de 2016, se reglamenta el artlculo 20 de la Ley 1797 de 
2016 y se sustituyen las secciones 5 y 6 del Capltulo 8 del Tltulo 3 de la Parte 5 del 
Libro 2 del Decreto 780 de 2016, Unico Reglamentario del Sector Salud y Proteccion 
Social, precisando que corresponde al Presidente de la Republica, a los gobernadores y 
a los alcaldes como autoridades nominadoras del orden nacional, departamental y 
municipal, respectivamente, evaluar, a traves de pruebas escritas, las competencias 
senaladas por el Departamento Administrative de la Funcion Publica, para ocupar el 
empleo de director o gerente de las Empresas Sociales del Estado.

Que el Departamento Administrativo de la Funcion Publica, mediante la Resolucion No. 
680 del 02 de septiembre de 2016, senala las competencias que se deben demostrar 
para ocupar el empleo de Gerente o Director de las Empresas Sociales del estado.

Que el artlculo 2.5.3.8.5.5 del Decreto 1427 de 2016 dispone que el nombramiento del 
Gerente o Director de la Empresa Social del Estado del orden nacional, departamental o 
municipal, recaera en quien acredite los requisites exigidos para el desempeno del 
cargo y demuestre las competencias requeridas.

Que los Gerentes o Directores de las Empresas Sociales del Estado seran nombrados 
para periodos institucionales de cuatro (4) anos, el cual empezara con la posesion y 
culminara tres (3) meses despues del inicio del periodo institucional del Presidente de la 
Republica, del Gobernador o del Alcalde, dentro de dicho periodo, solo podran ser 
retirados del cargo con fundamento en una evaluacion insatisfactoria del plan de 
gestion, evaluacion que se realizara en los terminos establecidos en la Ley 1438 de 
2011 y las normas reglamentarias, por destitucion o por orden judicial

Que verificadas los requisites y condiciones para el nombramiento y desempeno del 
empleo de Gerente de la RED DE SALUD DEL SUR ORIENTE E.S.E. conforme a la 
normatividad legal que regula la materia, se determine que la doctora ANGIE 
GUTIERREZ OSPINA cumple con los requisites establecidos para ser nombrado como
tal.

Que en consecuencia es procedente realizar el nombramiento del Gerente de la RED 
DE SALUD DEL NORTE E.S.E.

Que en merito de lo expuesto,
i
(A
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ALCALDIA DE
SANTIAGO DE CALI

DECRETO No.^li2.0.10DE 2020 
(Mayo 15 de 2020)

“POR EL CUAL SE NOMBRA EL GERENTE DE LA RED DE SALUD DEL NORTE
E.S.E.”

DECRETA

Articulo Primero.- Nombrar a la doctora ANGIE GUTIERREZ OSPINA, identificada con 
la cedula de ciudadania No. 38.791.634 de Tulua, en el empleo Gerente Empresa 
Social del Estado de la Red de Salud del Norte E.S.E. del Distrito de Santiago de Cali, 
Codigo 085, para el periodo comprendido entre el 16 de mayo de 2020 al 31 de marzo 
de 2024.

Articulo Segundo.- Las funciones y asignacion salarial corresponderan a las estipuladas 
en las normas correspondientes.

Articulo Tercero.- El presente Acto Administrative surte efectos administrativos y 
fiscales a partir de la fecha de posesion.

Articulo Cuarto.- Comuniquese este nombramiento por escrito, a traves de medios 
fisicos o electronicos, a la doctora ANGIE GUTIERREZ OSPINA, indicandole que 
cuenta con el termino de diez (10) dias para manifestar su aceptacion o rechazo, de 
conformidad con el Decreto No. 648 de 2017, Articulo 2.2.5.1.6. Comunicacion y 
termino para aceptar el nombramiento.

PARAGRAFO.- Aceptado el nombramiento, la doctora ANGIE GUTIERREZ OSPINA 
debera tomar posesion del empleo dentro de los diez (10) dias habiles siguientes.

Articulo Sexto.- Enviese copia del presente Decreto a la Red de Salud del Norte E.S.E. 
a la Junta Directiva de la misma, y a la Secretaria de Salud Municipal, para Ips fines 
pertinentes.

Articulo Septimo: El presente acto administrativo rige a partir de la fecha de su 
expedicion.

PUBLlQUESE, COMUNiQLJESB Y CUMPLASE

Dado en Santiago de Cali, a los quinfee (15) oias/del mes de mayo del ano Dos Mil 
Veinte (2020). /I / /

S^PINA GOMEZ 
ntiago de Cali.

JORGE lyAl 
Alcalde era

Publicado en el Boletin Oficial No. ^ ^ Fecha:

Elabord: Grupo Juridico DADIl .
Revisd: Claudia Marroquin Cano, Directora DADIl 0*

Maria del Pilar Cano Sterling, DAGJP Of'
Jesus Dario Gonzalez Bolanos, Secretariolde Gobierno

.. kN• jrosi-''. •i—

Sl£&s>

4
jr* A*:* - '
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2. HECHOS RELEVANTES 
 
Son aquellos asuntos que, según el juicio de la Contraloría General de Santiago de Cali 
– CGSC, han sido de la mayor significatividad en la auditoría de los estados 
financieros, el presupuesto y la gestión. Estas situaciones han sido tratadas en el 
contexto de esta auditoría de los estados financieros en su conjunto, así como del 
presupuesto y en la formación de la opinión de la CGSC sobre estos, y no expresa una 
opinión por separado sobre esas cuestiones. Además de las cuestiones descritas en la 
sección Fundamento de opinión, la CGSC ha determinado que lo que describe a 
continuación son hechos relevantes de esta auditoría: 
 
 El Ministerio de Salud y Protección Social, el 20 de enero de 2020 expidió el Decreto 

064 de 2020, con el fin de priorizar la afiliación de la población pobre no asegurada, 
recién nacidos, menores edad y su grupo familiar, así como migrantes venezolanos 
con el permiso especial de permanencia (lograr una mayor cobertura y acceso a los 
servicios de salud sin barreras). La norma está estructurada en torno a los siguientes 
componentes principales: 

 

 Afiliación de recién nacido y de sus padres no afiliados 

 Aporte del registro civil de nacimiento 

 Afiliados al régimen subsidiado 

 Afiliación de oficio 

 Verificación de las condiciones de los migrantes 

 Movilidad entre regímenes 

 Registro y reporte de la novedad de movilidad 

 Terminación de la inscripción en una EPS 
 
La entrada en vigencia de la norma en cita, cambió parcialmente las condiciones de 
contratación de las E.S.E del nivel territorial, en su condición de prestadoras de servicios 
de salud, dado que el pago anticipado de las sumas fijas que se hacían por persona o 
grupo poblacional (capitación), ahora  implica la afiliación y atención en tiempo real de la 
población pobre no asegurada, recién nacidos, menores edad y su grupo familiar, y 
migrantes venezolanos a los que efectivamente se les preste el servicio; situación que 
puede poner en riesgo la sostenibilidad financiera de las mismas.  
 
En el caso de la Red de Salud del Norte E.S.E, a la fecha de realización de la presente 
auditoría, se pudo determinar que el Distrito de Santiago de Cali – Secretaria de Salud 
Pública Municipal de Cali, no ha reconocido el pago de los servicios de Salud prestados 
por esta entidad a 31 de diciembre de 2020 por atenciones a Población Pobre No 

asegurada y Migrante, que ascienden a $1.432.155.200 

 
 La Red de Salud del Norte E.S.E. desde el año 2015 cuenta con la implementación 

de la Clínica de Mama, la cual se encuentra ubicada en la IPS la Rivera, cuyo 
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Afiliación de Oficio -  Decreto 064 de 2020  
                                                                                                                                            

            
                                  

La Red de Salud del Norte  afilia de manera inmediata en Sistema de Afiliación Transaccional  
(SAT),  a la Persona No Afiliada al Sistema General de Seguridad Social en Salud o con novedad 
de terminación en la EPS,  que cumpla con los siguientes requisitos:  
  

 Persona clasificada,   en los Niveles I y II del Sisbén- (Puntaje menor a 54.86) o poblaciones 
especiales 
 

 Persona sin encuesta Sisbén o no pertenece a población especial, y sin capacidad de pago 

 
En caso que NO se pueda realizar la afiliación en SAT, la IPS realizada la afiliación directamente en la EPS de manera manual  en 
coordinación con  Entidad Territorial. 

 
La Entidad Territorial en un plazo no mayor a 4 meses verifica si la persona acredita pertenecer al régimen subsidiado. 
 

 

Preguntar en las Oficinas de Atención al Usuario,  en  las IPS de la Red de Salud del Norte 

Persona sin encuesta Sisbén o 
no pertenece a población 
especial, y sin capacidad de 
pago. 

- Se afilia en SAT, el 
Ente Territorial debe 
gestionar la aplicación 
de la encuesta Sisbén 
de manera inmediata 
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SIGCMA 

 

JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE EJECUCION DE SENTENCIA 
 
 

AUTO TUTELA No. 053 
Cali, Veintitrés  de Febrero de Dos Mil Veintiuno 

RAD. 76001-43-003-004-2021-00039-00 
 
 

La señora MARILIN CORTEZA OVIEDO identificada con cedula de identidad venezolana 
No. 23052858 de Portuguesa – Venezuela, actuando en nombre propio, domiciliada en Santiago 
de Cali, instaura acción de Tutela en contra de IPS FLORALIA RED DE SALUD NORTE ESE 
NIT. 805.027.287-4 y ALCALDIA MUNICIPAL DE SANTIAGO DE CALI, para que se le tutele en 
su favor el derecho a la SALUD, A LA VIDA, A LA INTEGRIDAD PERSONAL Y A LA SEGURIDAD 

SOCIAL. 
 
La accionante, acude a este mecanismo constitucional invocando medida provisional, como 
quiera que se encuentra en estado de gestación con 21 semanas, y luego de recibir atención 
prenatal inicial en la IPS FLORALIA RES DE SALUD NORTE ESE, esta institución suspendió la 
atención por cuanto requiere que presente el PEP.  
 
Como quiera que es ciudadana extranjera con estadía en Colombia de forma irregular, no puede 
acceder a los servicios de salud pues no se encuentra afiliada a ninguna EPS; aduce que ha 
presentado sangrados vaginales fuertes y no cuenta con recursos económicos para costear los 
servicios de forma particular.   
 
Para resolver se indicará que la solicitud de amparo constitucional reúne los requisitos 
contemplados en el artículo 14 del Decreto 2591 de 1991 y como consecuencia de ello se 
admitirá la presente acción constitucional; de otro lado, resulta pertinente precisar que el artículo 
7º del referido decreto, establece: “cuando el Juez lo considere absolutamente necesario y 
urgente, para proteger el derecho que se reclama como vulnerado, suspenderá la aplicación del 
acto concreto que lo amenace o conculque, y que también podrá de oficio o a petición de parte, 
dictar cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a proteger los derechos 

fundamentales violados.” fundamento legal con el que se procederá a estudiar el caso concreto. 
 
Por tanto, con fundamento en la normatividad vigente corresponde a los entes territoriales 

garantizar el acceso efectivo de los servicios de salud a la población pobre no asegurada, para el 

caso la Secretaria de Salud Departamental del Valle del Cauca, en consecuencia por tratarse de 

un sujeto de especial protección en estado de debilidad manifiesta por su condición de salud, 

razones suficientes para conceder la medida provisional a fin de garantizar el acceso efectivo de 

los servicios de salud del accionante en oportunidad y evitar la suspensión del tratamiento que 

requiere de controles prenatales a fin de llevar a término su embarazo, situación que pone en 

peligro su salud y vida.  

 
Con base en lo anterior y por reunir los requisitos establecidos en el Decreto 2591 de 1.991 y 
Decreto reglamentario 306 de 1.992, el Despacho  

 

D I S P O N E :  
 
  

PRIMERO. ADMITIR la presente acción de tutela propuesta por la señora MARILIN CORTEZA 

OVIEDO, cédula Venezolana Nº. 23.052.858, contra IPS FLORALIA RED DE SALUD NORTE 

ESE NIT. 805.027.287-4 y ALCALDIA MUNICIPAL DE SANTIAGO DE CALI 

 

SEGUNDO. VINCULAR al *MINISTERIO DE SALUD Y  PROTECCION SOCIAL; 

*ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD 

SOCIAL EN SALUD -ADRES; *SECRETARIA DE SALUD PÚBLICA MUNICIPAL; *ALCALDÍA 

DE SANTIAGO DE CALI- DPTO. ADMINISTRATIVO DE PLANEACIÓN MUNICIPAL – 

OFICINA SISBEN; MIGRACION COLOMBIA; MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES; 
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DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE PLANEACION NACIONAL y HOSPITAL 

UNIVERSITARIO DEL VALLE “EVARISTO GARCIA”, para que se pronuncien en lo que a 

competencia corresponde como quiera que la decisión que se adopte puede afectar sus 

intereses. 

 

TERCERO. CONCEDER LA MEDIDA PROVISIONAL solicitada, ORDENANDO a la vinculada 

SECRETARIA DE SALUD DEPARTAMENTAL DEL VALLE DEL CAUCA e IPS FLORALIA 

RED DE SALUD NORTE ESE a través de su Representante Legal o quien haga sus veces que 

de manera INMEDIATA si aún no lo han hecho, gestione los trámites administrativos necesarios 

para que se autorice la atención prioritaria a la señora MARILIN CORTEZA OVIEDO a fin de que 

continúe con los controles prenatales e igualmente autorice las citas con especialistas que se 

requieran una vez sea valorada por el medico general, hasta tanto se resuelva de fondo este 

asunto. 

 

CUARTO. OTÓRGASE a la accionada y vinculados el término de DOS (2) días para que 

manifiesten lo que a bien tengan sobre los hechos y pretensiones de esta acción constitucional. 

  

QUINTO- TIÉNENSE como pruebas los documentos aportados en copias simples junto con el 

escrito de tutela, los cuales reposan en el expediente. Las demás solicitudes serán resueltas en 

el trámite constitucional 

 

SEXTO.- Se previene al accionado y vinculado sobre el hecho que sus certificaciones e informes 

se considerarán rendidos bajo la gravedad de juramento; igualmente se advierte que el 

incumplimiento injustificado del envió de los mismos y la documentación requerida dará lugar a 

que los hechos manifestados por el accionante se tengan por ciertos, de conformidad con el Art. 

20 del Decreto 2591 de 1991. 

 

SEPTIMO- NOTIFIQUESE el presente auto a la solicitante, accionada y vinculada de 

conformidad con el art. 16 en concordancia con el art. 5º. del Decreto 306 de 1.992. LÍBRENSE 

oficios a los que se anexarán copias de la acción para los fines pertinentes. 

 

CÚMPLASE 

 

La Juez, 

  

 

 

GLORIA EDITH ORTIZ PINZON 
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1 

Señor 

JUEZ MUNICIPAL DE TUTELA DE CALI (Reparto) 

E.S.D 

 

Asunto: TUTELA DE CARÁCTER URGENTE POR VULNERACIÓN AL DERECHO 

FUNDAMENTAL DE LA SALUD - MUJER EN ESTADO DE EMBARAZO 

 

Accionante: MARILIN CORTEZA OVIEDO 

Accionado: IPS Floralia Red De Salud Norte E.S. 

ALCALDÍA DE SANTIAGO DE CALI - SECRETARÍA DE    SALUD            

PÚBLICA 

        

MARILIN CORTEZA OVIEDO, mayor de edad, identificada con cédula de identidad 

número 23052858 expedida en el estado de Portuguesa - Venezuela, residente de 

la ciudad de Cali, actuando en mi propio nombre interpongo mediante este escrito y 

ante su despacho, conforme a los artículos 86 de la Constitución Política de 

Colombia y el decreto 2591 de 1991 acción de tutela contra IPS Floralia Red De 

Salud Norte ESE  (NIT 805.027.287-4), y la ALCALDÍA DE SANTIAGO DE CALI, 

con la finalidad de que se me amparen los derechos fundamentales a la salud, 

dignidad humana y derecho de petición. 

 

HECHOS 

PRIMERO.  Soy Venezolana, residía en el estado de Portuguesa con mi esposo y 

mis dos hijos. Debido a la situación económica, política y social perdí mi empleo y 

no tenía cómo sostener a mi familia. Por este motivo ingresamos de manera 

irregular a Colombia el día 20 de enero de 2019, pues yo, ni nadie de mi familia 

contamos con pasaportes.  

SEGUNDO.Cuando me enteré que estaba embarazada, acudí al centro IPS Floralia 

Red De Salud Norte ESE ubicado en la calle 82 Cra 3 A N 00. Anteriormente, me 

habían informado que sólo podría acceder a los servicios médicos si firmaba una 

declaración juramentada para afiliación de persona natural ante la Secretaría de 

Salud de la Gobernación del Valle del Cauca, documento que firmé (Fl. 10-11). Sin 

embargo no fui afiliada a ninguna EPS ya que no cuento con Permiso Especial de 

Permanencia - PEP. 

TERCERO. En el centro de salud mencionado, recibí todos los controles prenatales, 

y se me realizaron varios exámenes médicos, además, también inicié el esquema 

de vacunación correspondiente. 
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CUARTO. El 19 de febrero tenía programada una cita de control, para la cual debía 

llevar el resultado de una ecografía, allá me dijeron que me iban a llamar para 

organizar la cita de la ecografía. No obstante, nunca se comunicaron conmigo para 

programar la ecografía.  

QUINTO. Debido a esto, el día 5 de febrero acudí al centro para averiguar qué había 

pasado. Ese día me informaron que sin PEP no me podían atender ya que no había 

atención para venezolanos, y me entregaron un papel con información de migración 

(Fl. 17).  

SEXTO. Actualmente tengo 21 semanas de embarazo y estoy extremadamente 

preocupada, pues al día de hoy he tenido 4 sangrados vaginales fuertes. Además, 

no he podido acceder a ningún servicio de salud, generándome angustia y estrés 

por la idea de perder a mi hijo. Debo recalcar que no cuento con recursos 

económicos para acceder a servicios particulares, por lo que acudo ante usted.  

SÉPTIMO. En este momento, me encuentro tramitando mediante el Consultorio 

Jurídico de la Universidad ICESI, la solicitud de refugio para mi y mi familia.  

 

MEDIDA PROVISIONAL 

Ante la gravedad de mi situación y el riesgo a mi salud y a la de mi hijo, me permito 

solicitar a su despacho, el decretar la medida provisional y ORDENAR a la IPS 

Floralia Red De Salud Norte ESE, la reanudación de los controles prenatales con 

carácter urgente, además de la atención integral y transporte, en caso de requerirse y 

que se extienda a las etapas de parto y postparto, en caso de que suceda previa 

sentencia que culmine con el proceso. 

 

PETICIÓN 

Descritos los hechos anteriores, solicito señor juez constitucional disponer: 

PRIMERO. TUTELAR de manera integral mis derechos fundamentales a la salud, vida 

y dignidad humana, además de los derechos y protección jurídica especial para mi hijo 

no nato. 

SEGUNDO. ORDENAR a la IPS Floralia Red De Salud Norte ESE, para que dentro del 

término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la providencia que 

se profiera, me asignen una cita con un médico especialista en obstetricia, para que me 

examine, diagnostique y trate los motivos de mi sangrado vaginal.  

TERCERO: ORDENAR a la IPS Floralia Red De Salud Norte ESE que reanude la 

prestación de sus servicios de salud, de tal manera que sean garantizados los 
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controles prenatales requeridos, así como los tratamientos y exámenes pertinentes, 

así como las atenciones requeridas, procedimientos ordenados y demás gestiones 

concordantes, durante las etapas de parto y postparto. 

CUARTO. ORDENAR a la ALCALDÍA DE SANTIAGO DE CALI, para que mediante 

la SECRETARÍA DE SALUD PÚBLICA, supervise, coordine y ordene la atención a 

la accionante en el centro de salud o entidad médica correspondiente.    

 

FUNDAMENTOS  DE DERECHO 

Fundamento esta acción de tutela en el artículo 50, 86 y 100 de la Constitución 

Política de Colombia, Decretos 2591 de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000, y demás 

normas concordantes y complementarias al caso materia de estudio. De igual forma, 

me baso  en la jurisprudencia de la Corte Constitucional y en la Ley Estatutaria de 

Salud 1751 de 2015. 

 

RAZONES DE DERECHO 

 

DERECHO A LA SALUD  

El derecho a la salud tiene numerosas definiciones y pronunciamientos. Por un lado, 

la Declaración Universal de Derechos Humanos define en su artículo 25 que “toda 

persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure así como a su 

familia, la salud y el bienestar (…)”. En contraste, la Organización de Naciones 

Unidas (ONU) a través de la organización Mundial de la Salud, establece que “la 

salud es un estado de completo bienestar físico, mental y social y no solamente la 

ausencia de afecciones o enfermedades (…) el goce del grado máximo de salud 

que se pueda lograr es uno de los derechos fundamentales de todo ser humano 

(…)”. De otro lado, el artículo 49 de la Constitución Política Nacional entiende el 

derecho a la salud como un derecho constitucional pero a la vez como servicio 

público de carácter esencial a cargo del Estado. Finalmente, la Ley Estatutaria 1751 

de 2015  plantea en el artículo 2 que la salud comprende: “El acceso a los servicios 

de salud de manera oportuna, eficaz y con calidad para la preservación, el 

mejoramiento y la promoción de la salud”. 

Como queda esclarecido en las diversas disposiciones, el derecho a la salud 

comporta el carácter de fundamental; es un estado de bienestar físico y social, 

además de afecciones, y es un servicio público esencial a cargo del Estado. 
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Ahora bien, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha constatado lo señalado 

en el artículo 49 de la Constitución Nacional:  

La salud tiene una doble connotación, la de derecho, como la de servicio público, 

precisando que todas las personas deben acceder a él y que al Estado le 

corresponde organizar, dirigir, reglamentar y garantizar su prestación atendiendo a 

los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad1.  

Este derecho, que empezó siendo prestacional, y su fundamentalidad dependía del 

vínculo con otro derecho fundamental (conexidad), pasó a ser un derecho autónomo 

“ante la necesidad de garantizar al individuo una vida en condiciones dignas, 

teniendo en cuenta que la salud es un derecho indispensable para el ejercicio de 

las garantías fundamentales”   

Este punto fundamental lo esclareció la Corporación en sentencia T-144 de 2008, 

en la cual estableció que “la salud puede ser considerada como un derecho 

fundamental no solo cuando peligra la vida como mera existencia, sino que ha 

resaltado que la salud es esencial para el mantenimiento de la vida en condiciones 

dignas (…)”. En sentencia T-760 de 2008 la Corte Constitucional concluyó que “el 

derecho a salud es un derecho fundamental de todos los  habitantes del territorio 

nacional que debe ser respetado y protegido, y que puede ser invocado a través de 

la acción de tutela cuando resulte vulnerado o amenazado (…)”. 

El desarrollo jurisprudencial en materia del derecho a la salud es relevante para 

esclarecer la esencia y carácter fundamental, además de autónomo que comporta 

este derecho, situación que le otorga al ser humano la posibilidad de hacer exigible 

condiciones de trato dignas, prestación de servicios oportunos y eficaces, así como 

la dirección, organización y reglamentación del Estado.  

El derecho a la salud no se agota con el simple reconocimiento como fundamental 

y autónomo. Los artículos 48 y 49 de la Constitución Política, así como los artículos 

153 y 156 de la Ley 100 de 1993, instituyen que el servicio de salud debe ser 

prestado  de acuerdo los principios de integralidad, eficacia, economía, celeridad, 

moralidad, publicidad, imparcialidad, lo que conlleva a determinar que el Estado y 

las entidades prestadores de servicio en salud tienen la obligación de garantizar y 

materializar sin ninguna complicación o barrera.  

La Corporación en sentencia T-576 de 2008 precisó respecto al principio de 

integralidad lo siguiente:  

“la atención en salud debe ser integral y por ello, comprende todo cuidado, 

suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, 

                                                           
1 Sentencias T-207 de 1995 MP. Alejandro Martínez Caballero; T- 409 de 1995 MP. Antonio 

Barrera Carbonell y C-577 de 1995 MP. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
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exámenes de diagnóstico y seguimiento de los tratamientos iniciados así como todo 

otro componente que los médicos valoren como necesario para el restablecimiento 

de la salud del/ de la paciente”.  

En  consecuencia, el servicio de salud que se presta debe ser integral, una 

integralidad que exige el cumplimiento y cuidado de todo tratamiento, suministro o 

diagnóstico necesario para restablecer la salud del paciente. 

 

DERECHO A LA DIGNIDAD HUMANA 

Lejos de ser un derecho alejado e individual, la dignidad humana como derecho de 

rango fundamental repercute tanto en acciones como en servicios públicos, tal y 

como ocurre en la salud, cuya prestación debe garantizar. 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional determinó que: 

“La dignidad humana como entidad normativa, puede comprender tres objetos 

concretos de protección: (i) la autonomía o posibilidad de diseñar un plan de vital y 

determinarse según sus características (vivir como se quiera); (ii) la presencia de 

ciertas condiciones materiales concretas de existencia (vivir bien) y (iii) la 

intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e integridad moral 

(vivir sin humillaciones)”2.  

En este sentido, la dignidad humana repercute en el derecho a la salud frente a la 

exigencia  de “no tolerar graves afecciones, o a soportar dolores insufribles, a 

impedírsele por un tiempo prolongado e indefinido el acceso efectivo y oportuno a 

los medios que aseguren una mejoría de existencia”3. No hacer efectivo el 

cumplimiento de los presupuestos normativos de la dignidad humana, va en 

detrimento con el goce de otros derechos, tales como el de salud. De ahí la 

importancia de promover tratos dignos y no excluyentes en las diferentes esferas 

del vivir.  

Es claro que, el riesgo por el cual yo y mi bebé estamos pasando me causa una 

inmensa zozobra, no concibo la posibilidad de perderlo. La falta de servicios 

médicos resulta entonces en una directa vulneración en mi dignidad humana y la de 

mi familia, que estamos siendo humillados por mi condición cómo migrante irregular.  

 

 

                                                           
2 Sentencia T-940 de 2012. 
3 T-1271 de 2008. 

170



6 

DERECHO A LA SALUD DE LOS EXTRANJEROS CON PERMANENCIA 

IRREGULAR 

La Constitución Política de Colombia establece en su artículo 100 que los 

extranjeros también disfrutarán de los mismos derechos civiles que se conceden a 

los colombianos, dentro de ellos la salud y la dignidad humana.  

Como lo indica la sentencia T-197 de 2019 (M.P. Diana Fajardo Rivera), a pesar 

del deber de afiliación al Sistema General de Seguridad Social que tienen todos los 

habitantes del país, los extranjeros migrantes en situación de irregularidad tienen 

derecho a recibir atención básica y de urgencias:  

“Se trata de un contenido mínimo esencial del derecho a la salud que busca 

comprender que toda persona que se encuentra en Colombia “tiene derecho a un 

mínimo vital, en tanto que manifestación de su dignidad humana, es decir, un 

derecho a recibir una atención mínima por parte del Estado en casos de [extrema] 

necesidad y urgencia, en aras a atender sus necesidades más elementales y 

primarias.. garantizar, como mínimo, la atención que requieren con urgencia los 

migrantes en situación de irregularidad tiene una finalidad objetiva y razonable y es 

entender que, en virtud del principio de solidaridad, el Sistema de Salud no le puede 

dar la espalda a quienes se encuentran en condiciones evidentes de debilidad 

manifiesta” 

Aún sin ser médica, es claro que los sangrados vaginales que he padecido son un 

signo gravísimo de que algo anda mal con mi embarazo, por lo que mi situación 

definitivamente es urgente.  

Además, tanto la ley 1815 de 2016 (en el artículo 57), como el decreto 866 de 2017 

(en el 2.9.2.6.3) indican la posibilidad de utilizar los recursos financieros para 

brindar el servicio de urgencias a personas como yo, que nos encontramos en 

situación de irregularidad migratoria y con escasos recursos económicos para 

acceder a los servicios médicos de alguna otra manera.  

 

PROCEDIBILIDAD DE LA TUTELA  

La Corte ha dicho que la acción de tutela es un medio judicial procedente, eficaz e 

idóneo para exigir judicialmente el respeto a los derechos a la seguridad social y a 

la salud, con mayor razón frente a grupos de población que se hallen en 

circunstancias de debilidad manifiesta (inciso final art. 13 Const.), entre los que 

están los niños, niñas y adolescentes, las personas de avanzada edad y quienes 

se encuentren en condición de discapacidad. De tal manera ha expresado4: 

                                                           
4 T-420 de mayo 24 de 2007, M. P. Rodrigo Escobar Gil. 
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“El criterio anterior ha sido complementado y precisado por la propia 

jurisprudencia, en el sentido de señalar que, tratándose de personas que por 

sus condiciones de debilidad manifiesta son sujeto de especial protección por 

parte del Estado, como es el caso de los niños, los discapacitados y los adultos 

mayores (C.P. arts. 13, 46 y 47), la salud tiene el alcance de un derecho 

fundamental autónomo, sin que surja la necesidad de demostrar conexidad 

alguna con otros derechos de tal rango, para efectos de disponer su protección 

constitucional a través de la acción de tutela.” 

Tanto mi estado de gestación (el cual implica muchos riesgos que incluso me 

pueden llevar a morir), como mi condición de migrante irregular, y la 

desprotección en la que se encuentra mi bebé, me hacen parte de la población 

merecedora de especial protección constitucional. Como lo explica la 

sentencia T-298 de 2019:  

“El artículo 50 de la Constitución Política reconoce que “todo niño menor de 

un año que no esté cubierto por algún tipo de protección o de seguridad social, 

tendrá derecho a recibir atención gratuita en todas las instituciones de salud 

que reciban aportes del Estado”, por tanto, en aplicación del principio del 

interés superior del menor, corresponde al Estado “garantizar el acceso de 

los recién nacidos a los servicios de salud en el más alto nivel posible”, 

independientemente del estatus migratorio de sus padres.” 

Con respecto a la legitimación, mi nacionalidad  o estatus migratorio no me 

impiden presentar la presente acción. Como la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional ha señalado en la sentencia T 298 de 2019 (M.P. Alberto Rojas 

Rios):   

“La jurisprudencia de esta Corporación ha precisado que de un estudio 

sistemático de las normas constitucionales se infiere que “el amparo 

constitucional no está sujeto al vínculo político que exista con el Estado 

Colombiano, sino que se deriva del hecho de ser persona, con independencia 

de las condiciones de nacionalidad, o ciudadanía” y, por tanto, los extranjeros 

están legitimados para acudir ante cualquier juez en procura de lograr la 

protección de sus derechos fundamentales.” 

En relación al requisito de subsidiariedad e inmediatez, si bien podría 

adelantar los trámites de regularización de mi estatus migratorio y sacar el 

PEP, para posteriormente afiliarme al sistema general de salud, es un proceso 

que  toma varios meses, incluso años. Por esto, recurro a la presente petición 

como el medio más expedito y eficiente para poder recibir la atención médica 

que requiero, y así evitar un perjuicio irremediable. En este momento la 

integridad mía y de mi bebé corre grave peligro.    
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ANEXOS 

- Copia de mi cédula de identidad venezolana.  

- Declaración juramentada ante la Secretaría de Salud de la Gobernación del Valle 

del Cauca.  

- Carnet materno Perinatal - historia clínica perinatal simplificada. 

- Prueba de embarazo positiva 

- Orden médica de ecografía.  

- Papel con información de migración que me entregaron el día 5 de febrero. 

- Orden médica de consulta por primera vez para control prenatal. 

 

 

NOTIFICACIONES 

Recibiré notificaciones de la respuesta de esta petición a la Carrera 9 norte No. 7-47 

barrio Floralia, Cali. Electrónicamente, recibiré las notificaciones al correo 

marilin.pacheco2207@gmail.com con copia a nr.nataliarodriguez@gmail.com .  

 

La IPS Floralia Red De Salud Norte ESE, identificado con el NIT 805.027.287-4, se 

encuentra ubicada en la dirección Calle 82 Cra 3 A N 00 Cali. La Alcaldía de Santiago 

de Cali se encuentra ubicada en la dirección Av. 2 Nte. #10 - 70, centro administrativo 

municipal. Y la Secretaría de Salud Pública de Cali se encuentra en la dirección Calle 

4B #36-00. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Cordialmente, 

 

Marlin Corteza Oviedo Pacheco  

Cédula de identidad No. 23052858 expedida en el estado de Portuguesa - Venezuela.  
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ANEXOS  

 

Copia de mi cédula de identidad venezolana  
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Declaración juramentada para afiliación de persona natural ante la Secretaría de Salud 

de la Gobernación del Valle del Cauca 
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Carnet materno Perinatal - historia clínica perinatal simplificada  
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Prueba de embarazo positiva 
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Orden médica de ecografía 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Papel con información de migración que me entregaron el día 5 de febrero. 
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Orden médica de consulta por primera vez para control prenatal 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA - RAMA JUDICIAL
JUZGADO CUARTO LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI
CARRERA 1".No. 13-42 EDIFICIO PACIFIC- ANTIGUA CAJA AGRARIA

Santiago de Cali, 13 de diciembre de 2019

Oficio No. 1319

Señores
DEPARTAMENTO NACIONALDE PLANEACION DNP
CARRERA 13 No. 24 A
BOGOTA CUNDINAMARCA
CAL! VALLE

REF:
ACCIONANTE:
ACCIONADO:

ACCION DE TUTELA
DORYS MARGARITA LA CRUZ HERNANDEZ
SECRETARIA DE SALUD MUNICIPAL DE CALI y OTROS

RAD: 76001310500420190054600

Por medio del presente me permito NOTIFICARLE que este Juzgado mediante auto No.
2859 de diciembre 13 de 2019 DISPUSO:

"PRIMERO: : OBEDECER Y CUMPLIR lo resuelto por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de
Cali - Sala Laboral que dispuso DECLARAR LA NULIDAD de lo actuado a partir de la Sentencia
No. 081 del 24 de octubre de 2019, dejando incólume la totalidad de las actuaciones surtidas con
anterioridad a la providencia.

SEGUNDO: VINCULAR al DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACION- DNP al trámite de la
presente acción de tutela instaurada por la señora DORIS MARGARITA LA CRUZ en
representación de su hijo DIEGO ALONSO CERON LA CRUZ. Dese a la presente Acción de tutela
el trámite preferencial y sumario que ordena el articulo 86 de la Constitución Nacional y los
Decretos 2591/91 - 306/92.

Se le concede w! plazo de dos (2) días a la vinClllada para que presente las pruebas que
pretenda hacer valer en su defensa y se pronuncie sobre los hechos de la tutela. (artículo 19 del
Decreto 2591/91).

TERCERO: DECRETAR DE OFICIO la medida provisional dentro de la tutela propuesta por la
señora DORYS MARGARITA LA CRUZ HERNANDEZ en representación de su hijo menor
DIEGO ALONSO CERON LA CRUZ contra SECRETARIA DE SALUD MUNICIPAL DE CALI,
INMIGRACION COLOMBIA, MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, REGISTRADURIA
NACIONAL DE ESTADO CIVIL, MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCION SOCIAL, HOSPITAL
JOAQUIN PAZ BORRERO DE CALI, ALCALDIA SANTIAGO DE CALI-PLANEACION
MUNICIPAIrSISTEMA DE IDENTIFICACION DE POTENCIALES BENEFICIARIOS DE
PROGRAMAS SOCIALES SISBEN, CENTRO DE MIGRACIONES (CORPOSCAL), ASOCIACION
DE MIGRANTES DE VENEZUELA (ASOVENEZUELA) y EL DEPARTAMENTO NACIONAL DE
PLANEACION- DNP, ordenando lo siguiente:

/~LA~
--- Secretaria

Msm

Atentamente,

ORDENAR al DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACION- DNP para que dentro del ténnino
de 2 días, proceda a realizar la validación y publicación de los datos reportados, registrando en
la base Nacional certificada todos los números del pasaporte de la señora DORYS MARGARITA
LA CRUZ HERNANDEZ de nacionalidad venezolana identificada con el No. de Ciudadanía
15119257, portadora del pemlÍso especial de permanencia No. 927020901111977 expedido por
Migración Colombia en representación de su hijo menor DIEGO ALONSO CERON LA CRUZ
portador del pasaporte No. 0692 66209.".
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Santiago de Cali, 13 de diciembre de 2019

INFORME SECRETARIAL: Pasa a Despacho del señor Juez la presente tutela
que ha regres~o del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali. Sirvase
Proveer. b
ROSALBA VELÁSQUEZ MOSQUERA
Secretaria

REPUBLICA DE COLOMBIA - RAMA JUDICIAL

JUZGADO CUARTO LABORA•.•u", •.." ••.•."u.TO DE SANTIAGO DE CALI

AUTO No. 2859

Santiago de Cali, Trece (13) de Diciembre de Dos MilDiecinueve (2019)

Teniendo en cuenta que la Acción de Tutela instaurada por DORYS MARGARITA
LA CRUZ HERNANDEZ en contra de la SECRETARIA DE SALUD MUNICIPAL
DE CALI y OTROS, ha regresado del Tribunal Superior del Distrito Judicial de
Cali quien dispuso DECLARAR LA NULIDAD de lo actuado a partir de la
sentencia No. 081 del 24 de octubre de 2019 ordenando vincular al
DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACION- DNP y se notifique el auto
admisorio, con la salvedad de que las pruebas recaudadas tendrán validez y
eficacia, respecto de quienes tuvieron la oportunidad de controvertirlas.

Por otra parte, el Tribunal ha ordenado que este despacho judicial de manera
oficiosa de aplicación al Art. 7°. Del Decreto 2591/91, esto es, decretar la medida
provisional a favor del menor DIEGO ALONSOCERON LACRUZ, con el fin de
proteger sus derechos fundamentales.

Para resolver el juzgado CONSIDERA:

Procede el Despacho a pronunciarse sobre el decreto de medidas provisionales,
tal como lo ordenó el Honorable Tribunal Superior en el Auto 214 del 5 de
diciembre de 2.019.

Al respecto el despacho debe recordar, que el Artículo 7° del Decreto 2591 de
1991, autoriza la adopción de medidas provisionales, dentro del procedimiento
propio de la acción de tutela, así:

AR7JCULO 7t1. MEOIDAS PROVISIONALES I'ARA PROTEGER UN DEREC/lO. De",le 111

preSeJlllldÓII de la SO/icillll/, ('/I(lIIcla el juez expre.\'tImenfe lo comddere necesario y urgente para prolegt." el
derecho, suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenllce (} I'uluere . .s';" emhargo. a petición ,le
parte 11,le oficio, se podrá dbipo/ler la ejecución 11la cOlllillllitllll1 de /11ejecucián. para fritar perjuicio.\'
cierto.5 e inminentes al interés púhlico,

Eu lodo Cll.\'(} el juez podrá OTllellaf lo que cOIuitlere procfllell1L' para proteger los t1erec!lo,\' J' /lO "acer
i/wwrio el efecto ,le 1111el'ellllllll/al/o a fin'or l/el :wlicittlllte. La .\'ll.\pell.~itíll l/e /a apliclIl:itín se Ilotijicarlí
inmedia/amellte ti tlquél coutrtl quien se IllIhiere hecho ItI .mlicillld por el medio más expel/i/o posible. El
juez /amhiéll podrlí, de oficio () ti pe/icióll de parte. dictar cualquier mel/idll tle cOIuefl'lU:ifÍu o seguril/ad
ellctlmilllll/lI ti proteger el l/eree/IO o a el-itllr que Je produzcau o/ro.\' dtl1;o.~como cOII.~ecuellcia de 10.\'
!lec!los relllizad().~, totlo de cOllformidad eOIl la.~ cirelIllJttlllcia.\' tlel CliJO. El juez podrá, de oficio () a
peticióu tle parte, por tesolufitill dehil/ameute fil/u/ada, hllcer ce!;tlf ell cUlllquier momeu/o la lIu/oriZlI(.'itJu
de ejecucióll o llls otTtiJ mellidas clIlItelllres l/ue IllIhiere dic/lU/O.
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Corresponde, entonces de conformidad con la norma precitada, al juez de tutela
proteger los derechos fundamentales de las personas en aras de evitar perjuicios
o daños como consecuencia de los actos o actuaciones realizadas por las
entidades accionadas.

Ahora bien, en el presente asunto estamos frente a una eventual vulneración
derechos fundamentales a la salud y a la seguridad social del menor DIEGO
ALONSOCERONLACRUZ, los cuales presuntamente fueron vulnerados por las
accionadas.

De los hechos narrados en la tutela, lo que pretende la señora DORYS
MARGARITA LACURZ HERNANDEZes que le expidan el permiso Especial de
Permanencia a su hijo menor DIEGOALONSOCERONLACRUZpara que pueda
gozar de los derechos fundamentales a los que tiene derecho y se le corrija los
errores que presenta en la encuesta del Sisben que le fue realizada al menor y
que se le autorice atención en salud por primera vez por los especialistas en
Nefrologia, Pediátrica, Neurologia Pediátrica y de Psicologia, además de Terapia
Ocupacional Integral y terapia fonoaudiologia para problemas evolutivos y
adquiridos del lenguaje oral y escrito.

Observa este Juzgado que de acuerdo a la historia clinica el menor DIEGO
ALONSO CERON LA CRUZ es nacido en la República de Venezuela y de
conformidad con el Art. 44 de la Constitución Politica de Colombia, los derechos
de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás.

Ahora bien, teniendo en cuenta lo anterior se hace imperioso decretar de manera
de Oficio la medida provisional a favor del menor DIEGO ALONSOCERON LA
CRUZ, con el fin de evitar que se produzcan más daños como consecuencia de la
no corrección de los documentos de identidad, situación que no le ha permitido
acceder a la seguridad en salud, por la falta de publicación y validación de los
datos reportado en la encuesta del SISBEN, requisito indispensable para la
debida afiliación en el régimen subsidiado en salud, asi como la atención en las
Empresas Promotora de Salud en dicho régimen subsidiado,

En tal virtud. El Juzgado DISPONE:

PRIMERO: : OBEDECER Y CUMPLIR lo resuelto por el Tribunal Superior del
Distrito Judicial de Cali - Sala Laboral que dispuso DECLARAR LA NULIDAD de
lo actuado a partir de la Sentencia No. 081 del 24 de octubre de 2019, dejando
incólume la totalidad de las actuaciones surtidas con anterioridad a la
providencia.

SEGUNDO: VINCULARal DEPARTAMENTO NACIONALDE PLANEACION- DNP
al trámite de la presente acción de tutela instaurada por la señora DORIS
MARGARITALA CRUZ en representación de su hijo DIEGO ALONSO CERON LA
CRUZ. Dese a la presente Acción de tutela el trámite preferencial y sumario que
ordena el artículo 86 de la Constitución Nacional y los Decretos 2591/91 -
306/92.

Se le concede un plazo de dos (2) días a la vinculada para que presente las
pruebas que pretenda hacer valer en su defensa y se pronuncie sobre los hechos
de la tutela. (artículo 19 del Decreto 2591/91).

TERCERO: DECRETAR DE OFICIO la medida provisional dentro de la tutela
propuesta por la señora DORYS MARGARITA LA CRUZ HERNANDEZ en
representación de su hijo menor DIEGO ALONSO CERON LA CRUZ contra
SECRETARIA DE SALUD MUNICIPAL DE CALI, INMIGRACION COLOMBIA,
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, REGISTRADURIA NACIONAL
DE ESTADO CIVIL, MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCION SOCIAL,
HOSPITAL JOAQUIN PAZ BORRERO DE CALI, ALCALDIA SANTIAGO DE
CALI-PLANEACION MUNICIPAL-SISTEMA DE IDENTIFICACION DE
POTENCIALES BENEFICIARIOS DE PROGRAMAS SOCIALES SISBEN,
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CENTRO DE MIGRACIONES (CORPOSCAL), ASOCIACION DE MIGRANTES DE
VENEZUELA (ASOVENEZUELA) y EL DEPARTAMENTO NACIONAL DE
PLANEACION- DNP, ordenando lo siguiente:

ORDENAR al DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACION- DNP para que
dentro del término de 2 dias, proceda a realizar la validación y publicación de los
datos reportados, registrando en la base Nacional certificada todos los números
del pasaporte de la señora DORYS MARGARITALA CRUZ HERNANDEZ de
nacionalidad venezolana identificada con el No. de Ciudadania 15119257,
portadora del permiso especial de permanencia No. 927020901111977 expedido
por Migración Colombia en representación de su hijo menor DIEGO ALONSO
CERONLACRUZportador del pasaporte No. 0692 66209.

NOTIFÍQUESE, ~

JORGEHUGO JATORRES

MSM
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REPÚBLICA DE COLOMBIA - RAMA JUDICIAL
JUZGADO CUARTO LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI
CARRERA In. No. 13-42 EDIFICIO PACIFIC- ANTIGUA CAJA AGRARIA

Santiago de Cali, 13 de diciembre de 2019

Oficio No. 1319

Señores
DEPARTAMENTO NACIONALDE PLANEACION DNP
CARRERA 13 No. 24 A
BOGOTA CUNDlNAMARCA
CAL! VALLE

REF : ACCION DE TUTELA
ACCIONANTE: DORYS MARGARITA LA CRUZ HERNANDEZ
ACCIONADO: SECRETARIA DE SALUD MUNICIPAL DE CALI y OTROS

RAD: 76001310500420190054600

Por medio del presente me permito NOTIFICARLE que este Juzgado mediante auto No.
2859 de diciembre 13 de 2019 DISPUSO:

"PRIMERO: : OBEDECER Y CUMPLIR lo resuelto por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de
Cali - Sala Laboral que dispuso DECLARAR LA NULIDAD de lo actuado a partir de la Sentencia
No. 081 del 24 de octubre de 2019, dejando incólume la totalidad de las actuaciones surtidas con
anterioridad a la providencia.

SEGUNDO: VINCULAR al DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACION- DNP al trámite de la
presente acción de tutela instaurada por la señora DORIS MARGARITA LA CRUZ en
representación de su hijo DIEGO ALONSO CERON LA CRUZ. Dese a la presente Acción de tutela
el trámite preferencial y sumario que ordena el artículo 86 de la Constitución Nacional y los
Decretos 2591/91 - 306/92.

Se le concede un plazo de dos (2) dias a la vinculada para que presente las pruebas que
pretenda hacer valer en su defensa y se pronuncie sobre los hechos de la tutela. (artículo 19 del
Decreto 2591/91).

TERCERO: DECRETAR DE OFICIO la medida provisional dentro de la tutela propuesta por la
señora DORYS MARGARITA LA CRUZ HERNANDEZ en representación de su hüo menor
DIEGO ALONSO CERON LA CRUZ contra SECRETARIA DE SALUD MUNICIPAL DE CALI,
INMIGRACION COLOMBIA, MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, REGISTRADURIA
NACIONAL DE ESTADO CIVIL, MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCION SOCIAL, HOSPITAL
JOAQUIN PAZ BORRERO DE CALI, ALCALDIA SANTIAGO DE CALI-PLANEACION
MUNICIPAL-SISTEMA DE IDENTIFICACION DE POTENCIALES BENEFICIARIOS DE
PROGRAMAS SOCIALES SISBEN, CENTRO DE MIGRACIONES (CORPOSCAL), ASOCIACION
DE MIGRANTES DE VENEZUELA (ASOVENEZUELA) y EL DEPARTAMENTO NACIONAL DE
PLANEACION. DNP, ordenando lo siguiente:

ORDENAR al DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACION- DNP para que dentro del ténnino
de 2 días, proceda a realizar la validación y publicación de los datos reportados, registrando en
la base Nacional certificada todos los números del pasaporte de la seriora DORYS MARGARITA
LA CRUZ HERNANDEZ de nacionalidad venezolana identificada con el No. de Ciudadania
15119257, portadora del penniso especial de permanencia No. 927020901111977 expedido por
Migración Colombia en representación de su hijo menor DIEGO ALONSO CERON LA CRUZ
portador del pasaporte No. 0692 66209. ".

Atentamente,

ROSALBA VELASQUEZ
Secretaria

Msm
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Apoyo Juridico ESE Norte <apoyooficinajuridica1@gmail.com>

Fwd: NOTIFICACIÓN DEMANDA ART. 35 LEY 2080 DE 2021
1 mensaje

notificacionesjudiciales@esenorte.gov.co <notificacionesjudiciales@esenorte.gov.co>
29 de julio de 2022,

08:22
Para: apoyooficinajuridica1@gmail.com

---------- Mensaje reenviado ----------
From: notificacionesjudiciales@esenorte.gov.co
To: notificacionesjudiciales@minsalud.gov.co, notificaciones.judiciales@adres.gov.co,
notificacionesjudiciales@cali.gov.co, agencia@defensajuridica.gov.co
Cc: 
Bcc: 
Date: Fri, 29 Jul 2022 08:20:30 -0500
Subject: NOTIFICACIÓN DEMANDA ART. 35 LEY 2080 DE 2021

SEÑORES
NACION - MINISTERIO DE SALUD
ADRES - ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN
SALUD
DISTRITO DE SANTIAGO DE CALI - SECRETARIA DE SALUD

NOTIFICACIÓN DEMANDA ART. 35 LEY 2080 DE 2021

MEDIO DE CONTROL        :       Reparación Directa

DEMANDANTE              :       Red de Salud de Norte E.S.E

DEMANDADOS             :        NACIÓN - Ministerio de Salud - Administradora de los Recursos del Sistema General
                                de Seguridad Social en Salud -ADRES y
                                DISTRITO DE SANTIAGO DE CALI - Secretaría de Salud Pública

De conformidad  a los establecido en el Artículo 35 de la Ley 2080 del 2021, se remite simultáneamente la presente
demanda a los correos electrónicos de los demandados.

Atentamente,

MARIA ALEJANDRA ESLAVA HERRERA
Apoderada parte Demandante
Jefe Oficina Asesora Juridica
RED DE SALUD DEL NORTE ESE

[Attachment stripped: Original attachment type: "application/pdf", name: "DEMANDA REPARACION ESE
NORTE.pdf"]
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1 de 1 29/07/2022, 8:24 a. m.
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